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Title: Exercising fiscal policies through Criminal Law: critical notes on the fiscal foundation of tax regularization

Sumario: 1. Introducción. 2. Argumentos a favor de una exégesis político-fiscal de la cláusula de regularización. 2.1. 
Razones históricas: la traslación de la regularización del Ordenamiento fiscal al Código Penal. 2.2. Un nuevo contexto 
de eficacia recaudatoria. 2.3. La necesidad de protección de la conciencia fiscal y la idea del estímulo: ¿un estado de 
necesidad permanente? 2.4. Argumentos utilitarios: oportunidad reglada y optimización de costes. 2.5. El propio alcan-
ce de la norma. 3. Críticas a la fundamentación político-fiscal. el riesgo de instrumentalización del derecho penal. 4. a 
modo de conclusión.
Summary: 1. Introduction. 2. Arguments for a political-fiscal exegesis of the regularization clause. 2.1. Historical re-
asons: the transfer of the regularization of the Tax System to the Spanish Penal Code. 2.2. A new context of collection 
efficiency. 2.3. The need for fiscal consciousness protection and the idea of     stimulus: permanent state of necessity? 2.4. 
Utilitarian arguments: regulated opportunity and cost optimization. 2.5. The scope of the standard. 3. Criticism of the 
political-fiscal foundation. the risk of instrumentalization of criminal law. 4. conclusions.

Resumen: El presente trabajo expone y estudia las diferentes propuestas de fundamentación fiscal o recaudatoria que 
existen sobre la cláusula de regularización tributaria, y alerta sobre la insuficiencia de ellas para sostener tal figura en 
el marco de un Derecho penal que tiene sus propios límites, fundamentos y garantías. Tras sistematizar las diferentes 
posturas que en la doctrina han patrocinado exégesis de tipo fiscal, nos planteamos si es posible ejercer políticas fiscales 
o recaudatorias a través del Código Penal, si ello se encuentra legitimado y puede constituir el fundamento propio de 
la norma o si, por el contrario, el Código Penal es un instrumento para la realización de una política específicamente 
criminal y no debe ser permeable a otro tipo de finalidades más propias de otras ramas del Ordenamiento jurídico.
Palabras clave: regularización, política fiscal, política criminal, Derecho penal económico, garantías.

Abstract: This paper exposes and studies the different proposals for the fiscal foundation of the tax regularization 
clause, and warns about their insufficiency to explain this figure in a criminal law model that has its own limits and 
guarantees. After systematizing the different positions that have defended fiscal-type positions, we discuss whether it is 
possible to exercise fiscal policies through the Penal Code, if this is legitimized and can constitute the very foundation of 
the norm, or if the Penal Code is a instrument for carrying out a specifically criminal policy and should not be permeable 
to other types of purposes more typical of other sectors of the system.
Key words: fiscal regularization, fiscal policy, criminal policy, economic criminal law, legal guarantees.
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1. INTRODUCCIÓN

(O� GHOLWR� ¿VFDO� GHO� DUW�� ���� GHO�&yGLJR�3HQDO� �&3��
sanciona ciertas modalidades defraudatorias contra la 
Hacienda Pública levantando la pena que corresponde-
ría aplicar en el caso de que el sujeto haya regularizado 
voluntariamente su situación tributaria en los términos 
que dispone el apartado cuarto del precepto, que reza 
como sigue: “se considerará regularizada la situación 
tributaria cuando se haya procedido por el obligado 
tributario al completo reconocimiento y pago de la 
deuda tributaria, antes de que por la Administración 
7ULEXWDULD�VH�OH�KD\D�QRWL¿FDGR�HO�LQLFLR�GH�DFWXDFLRQHV�
de comprobación o investigación tendentes a la deter-
minación de las deudas tributarias objeto de la regu-
larización o, en el caso de que tales actuaciones no se 
hubieran producido, antes de que el Ministerio Fiscal, 
el Abogado del Estado o el representante procesal de 
la Administración autonómica, foral o local de que se 
trate, interponga querella o denuncia contra aquél di-
rigida, o antes de que el Ministerio Fiscal o el Juez de 
Instrucción realicen actuaciones que le permitan tener 
conocimiento formal de la iniciación de diligencias. 
Asimismo, los efectos de la regularización prevista en 
el párrafo anterior resultarán aplicables cuando se sa-
tisfagan deudas tributarias una vez prescrito el derecho 
de la Administración a su determinación en vía admi-
nistrativa. La regularización por el obligado tributario 
de su situación tributaria impedirá que se le persiga por 
las posibles irregularidades contables u otras falseda-
des instrumentales que, exclusivamente en relación con 
la deuda tributaria objeto de regularización, el mismo 
pudiera haber cometido con carácter previo a la regula-
rización de su situación tributaria”.

Debemos comenzar advirtiendo al lector que el ob-
jetivo directo de este trabajo no es discutir sobre la 
regulación positiva, requisitos, límites temporales, 
alcance o naturaleza jurídica de la cláusula de regula-
UL]DFLyQ� �HOHPHQWRV� VREUH� ORV� TXH�� GH� RWUD� SDUWH�� QRV�
hemos pronunciado desde hace ya varios años en di-

1 Sirva por todos nuestra monografía: BUSTOS RUBIO, M.: La regularización en el delito de defraudación a la Seguridad Social, Ed. 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2016.

2 Ibídem.

versas investigaciones1��� %DVWH� UHVXPLU� DTXt� TXH� HQ�
nuestra opinión la regularización supone una forma de 
comportamiento postdelictivo de carácter reparador y 
YROXQWDULR��REMHWLYDPHQWH�YROXQWDULR��TXH�FRQVHUYD�VX�
QDWXUDOH]D�GH�FDXVD�GH� OHYDQWDPLHQWR�GH� OD�SHQD� �FR-
múnmente denominada excusa absolutoria��\�RSHUD�DO�
nivel de la punibilidad en el sistema del delito. Efectua-
da esta delimitación negativa del objeto de la presente 
investigación, el objetivo directo del trabajo consistirá 
en exponer y estudiar las diferentes propuestas de fun-
GDPHQWDFLyQ�¿VFDO�R�UHFDXGDWRULD�TXH�H[LVWHQ�VREUH�OD�
UHJXODUL]DFLyQ��\�DOHUWDU�VREUH�OD�LQVX¿FLHQFLD�GH�HOODV�
SDUD�VRVWHQHU�WDO�¿JXUD�tQVLWD�HQ�XQ�'HUHFKR�SHQDO�TXH�
tiene sus propios límites, fundamentos y garantías. Con 
todo, al término del trabajo tampoco expondremos una 
exégesis o fundamentación jurídico-penal de la cláu-
VXOD��VROR�VH�GHMDUi�DSXQWDGD��\D�TXH�WDO�FRQVWUXFFLyQ��
nuevamente, ha sido defendida por nosotros en trabajos 
SUHYLRV�GH�QXHVWUD�¿UPD2.

En concreto, en las líneas que siguen pretendemos 
disertar sobre las cuestiones siguientes aplicadas al par-
ticular ejemplo que nos ofrece la regularización tributa-
ULD��¢HV�SRVLEOH�HMHUFHU�SROtWLFDV�¿VFDOHV�R�UHFDXGDWRULDV�
a través del Código Penal? ¿Está legitimado? ¿Encuen-
tra fundamento? ¿O, por el contrario, el Código Penal 
es un instrumento para la realización de una política 
HVSHFt¿FDPHQWH� FULPLQDO� \� QR� GHEH� VHU� SHUPHDEOH� D�
RWUR�WLSR�GH�¿QDOLGDGHV�PiV�SURSLDV�GH�RWUDV�UDPDV�GHO�
Ordenamiento jurídico?

2. ARGUMENTOS A FAVOR DE UNA EXÉGESIS 
POLÍTICO-FISCAL DE LA CLÁUSULA DE REGU-
LARIZACIÓN

8Q�JUDQ�Q~PHUR�GH�DXWRUHV�KD�SXHVWR�GH�PDQL¿HVWR�
que la institución de la regularización posee un funda-
PHQWR�GH�WLSR�SROtWLFR�¿VFDO��6L�ELHQ�HQ�ODV�OtQHDV�TXH�
siguen sistematizaremos los diferentes argumentos que 
se han patrocinado en el marco de esta línea de entendi-
miento, hay que advertir ya desde este primer instante 

Observaciones:�7UDEDMR�UHDOL]DGR�HQ�HO�PDUFR�GH�GRV�SUR\HFWRV�GH�LQYHVWLJDFLyQ������³*DQDQFLDV�LOtFLWDV�\�VLVWHPD�GH�
MXVWLFLD�SHQDO��XQD�SHUVSHFWLYD�JOREDO´��3,'�����������1$�,�����\�����³'HUHFKR�SHQDO�GH�FODVH��SURSXHVWDV�GH�lege 
lata y de lege ferenda´��3,'�����������1%�&����GHQWUR�GHO�SUR\HFWR�FRRUGLQDGR��³$QiOLVLV�FUtWLFR�GHO�'HUHFKR�SHQDO�
GH�OD�SOXWRILOLD´��DPERV�ILQDQFLDGRV�SRU�HO�0LQLVWHULR�GH�&LHQFLD�H�,QQRYDFLyQ��&RQYRFDWRULD�GH�D\XGDV�D�©3UR\HFWRV�GH�
JHQHUDFLyQ�GH�FRQRFLPLHQWRª��

Rec.: 11-09-2023     Fav.: 18-09-2023
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que la gran mayoría de los autores no asume en puri-
dad el argumento recaudatorio como único fundamen-
to sustentador de la norma, sino tan sólo como una de 
las caras de un “fundamento mixto” explicable desde 
OD� ySWLFD� GH� OD� SRQGHUDFLyQ� GH� DUJXPHQWRV� ¿VFDOHV� \�
MXVWL¿FDFLRQHV�MXUtGLFR�SHQDOHV3.

Esta primera fundamentación entiende que la cláusu-
OD�GH�UHJXODUL]DFLyQ�WULEXWDULD��\�WDPELpQ�VXV�DQiORJDV�
atinentes a los delitos contra la Seguridad Social y el 
IUDXGH�GH�VXEYHQFLRQHV��UHVXOWD�H[SOLFDEOH�HQ�DWHQFLyQ�
a la consecución de intereses extrapenales, cercanos 
más bien al cumplimiento de objetivos propios de la 
DGPLQLVWUDFLyQ� WULEXWDULD� \�� HQ� VXPD�� LGHQWL¿FDGRV� HQ�
LQWHUHVHV�¿VFDOHV�R�UHFDXGDWRULRV��6HJ~Q�HVWD�WHRUtD��HO�
Derecho penal se convertiría en este punto en un ins-
WUXPHQWR�DO�VHUYLFLR�GH�¿QHV�TXH�OH�VRQ�DMHQRV��FRQVWL-
tuyendo la regularización postdelictiva, en una visión 
eminentemente pragmática y utilitarista del Derecho 
penal, un medio vehicular para incentivar y posterior-
PHQWH�ORJUDU�ORV�REMHWLYRV�¿VFDOHV�GH�OD�$GPLQLVWUDFLyQ�
7ULEXWDULD��HVHQFLDOPHQWH�LGHQWL¿FDGRV�FRQ�HO�LGHDO�GH�
recaudación4.

Esta línea de entendimiento demostraría, en cierto 
modo, una subordinación del ius puniendi al servicio 
de los intereses recaudatorios del Estado, intereses que 
en principio no corresponde hacer efectivos al Código 
Penal, pues para ello ya contamos con otras ramas del 

3 En tal sentido: SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, P.: La exención de responsabilidad penal por regularización tributaria, Ed. Aran-
zadi, Navarra, 2002, pp. 69 y ss.; El Mismo: “Consideraciones sobre la evolución de la política criminal frente al fraude fiscal”, en Corcoy 
Bidasolo, M. (dir.), Lara González, R. (coord.), VV. AA., Derecho penal de la Empresa, Ed. Universidad Pública de Navarra, Navarra, 2002, 
pp. 245 y ss.; FERRÉ OLIVÉ, J. C.: “Una nueva trilogía en Derecho penal tributario: fraude, regularización y blanqueo de capitales”, en 
Revista de Contabilidad y Tributación, nº 372, marzo de 2014, pp. 52-53; CHAZARRA QUINTO, M. A.: “El tratamiento del comportamiento 
postdelictivo en el Código Penal español: especial referencia a la renuncia de pena ante delitos consumados”, en Actualidad Penal, nº 5, 
año 2003, p. 164; IGLESIAS RÍO, M. A.: La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria (un análisis de la “autodenuncia”, art. 
305,4 Cp., Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, p. 191; El Mismo: “Las cláusulas de regularización tributaria y relativas a las subvenciones 
de los arts. 305,4 y 308,4 del Código Penal”, en Octavio de Toledo y Ubieto, E. (dir. y coord.), Delitos e infracciones contra la Hacienda Pú-
blica, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2009, pp. 286-293 (si bien críticamente); DE VICENTE REMESAL, J.: El comportamiento postdelictivo, 
Ed. Universidad de León, León, 1985, pp. 89, 131 y 331; MERINO JARA, I., SERRANO GONZÁLEZ DE MURILLO, J. L.: El delito fiscal, 
Ed. Edersa, Editorial de Derecho Reunidas, Madrid, 2004, pp. 145-146; BACIGALUPO, E.: “El delito fiscal”, en Bacigalupo, E. (dir.), Curso 
de Derecho penal económico, Ed. Marcial Pons, 2ª edición, Madrid, 2005, pp. 485-486; El Mismo: “La reforma del delito fiscal por la LO. 
7/2007 (1)”, en Diario La Ley, año XXXIV, semanal 37, 13 a 19 de mayo, 2013, p.5; LOMBARDERO EXPÓSITO, L. M.: Delitos contra la 
Hacienda Pública, Ed. Bosch, Barcelona, 2011, p. 48; BOIX REIG, J., MIRA BENAVENT, J.: Los delitos contra la Hacienda Pública y contra 
la Seguridad Social, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, pp. 91 y ss.; RODRÍGUEZ LÓPEZ, P.: Delitos contra la Hacienda Pública y contra 
la Seguridad Social, Ed. Bosch, Barcelona, 2008, pp. 148-149; OCTAVIO DE TOLEDO Y UBIETO, E.: “Consideración penal de las cláu-
sulas de regularización tributaria”, en Revista Jurídica Española La Ley, T. VII, 2000, p. 1475; y DE URBANO CASTRILLO, E., NAVARRO 
SANCHÍS, F. J.: La deuda fiscal. Cuestiones candentes de Derecho Administrativo y Penal, Ed. La Ley, Madrid, 2009, pp. 259-264; entre 
otros muchos.

4 IGLESIAS RÍO, en Octavio de Toledo y Ubieto, (dir. y coord.), Las cláusulas de regularización tributaria… cit., p. 286; El Mismo, 
La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., pp. 191-192

5 BACIGALUPO, La reforma del delito fiscal… cit., p. 5.
6 CHOCLÁN MONTALVO, J. A.: “La excusa absolutoria de regularización tributaria”, en Actualidad y Derecho, nº. 38, año 1995, pp. 

5 y ss.; y ARIAS SENSO, M. A.: “Delitos contra la Hacienda Pública: subtipos agravados y regularización fiscal”, en Revista de Actualidad 
Penal, nº 32, septiembre de 1999, pp. 633-634.

7 En concreto, el antiguo art. 61,2 LGT. rezaba lo siguiente: “los ingresos realizados fuera de plazo sin requerimiento previo compor-
tarán asimismo el abono del interés de demora, con exclusión de las sanciones que pudieran ser exigibles por las infracciones cometidas 
(…)”. Este precepto fue modificado posteriormente por la Disposición Adicional 14ª, apartado segundo, de la Ley 18/1991 del Impuesto 

Ordenamiento jurídico. Como explica Bacigalupo, la 
UHJXODUL]DFLyQ�DVt�HQWHQGLGD�H[SOLFD�OD�MXVWL¿FDFLyQ�GH�
la renuncia a penar “cuando con ello es posible favore-
cer la recaudación de las cantidades evadidas”5.

2.1. Razones históricas: la traslación de la regulariza-
ción del Ordenamiento fiscal al Código Penal

Uno de los argumentos que emplea aquel sector doc-
WULQDO�TXH�GH¿HQGH�TXH�OD�UHJXODUL]DFLyQ�HQFXHQWUD�VX�
razón de ser en razones ajenas al propio Derecho penal 
\��HQ�HVHQFLD��HQ�QHFHVLGDGHV�GH� tQGROH�SROtWLFR�¿VFDO��
SDVD�SRU�DFXGLU�DO�PRPHQWR�GHO�QDFLPLHQWR�GH�HVWD�¿-
gura. El hecho de que el instituto de la regularización 
tenga su origen en el Ordenamiento jurídico tributario, 
y que después la cláusula fuese trasladada al Código 
Penal, sería, a juicio de este sector, uno de los datos 
PiV�VLJQL¿FDWLYRV�D�WHQHU�HQ�FXHQWD�D�OD�KRUD�GH�FRQR-
cer el auténtico fundamento de la regularización6.

La legislación tributaria previó en el art. 61,2 de la 
/H\�*HQHUDO�7ULEXWDULD� �HQ� DGHODQWH�� /*7�� XQD� ¿JX-
ra que permitía no sancionar en sede administrativa a 
quien regularizaba su situación con la Hacienda Pú-
blica, solución íntimamente ligada con el interés de la 
Administración de hacer efectivo su derecho de crédito 
respecto de los contribuyentes�. Dada la inexistencia de 
cláusula semejante en el orden penal, la doctrina discu-
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tía si era posible aplicar análogamente esta exoneración 
de responsabilidad también a este terreno. Finalmen-
te, el legislador procuró zanjar este problema introdu-
FLHQGR�XQD�FOiXVXOD�VHPHMDQWH�HQ�HO�&yGLJR�3HQDO��SRU�
PHGLR�GH�OD�/2����������GH����GH�MXQLR��PRGL¿FDGRUD�
de determinados preceptos relativos a la Hacienda 
Pública y la Seguridad Social en el Código Penal de 
������%2(�Q��������GH����GH�MXQLR�GH��������&RPR�H[-
pone Bermejo Ramos, “por razones de orden práctico 
en la aplicación del sistema tributario se han introduci-
do en la Ley 6/95 determinados supuestos de exención 
de responsabilidad penal con la pretensión de encajar en 
la dogmática de este campo situaciones que ya, en vía 
administrativa, no eran objeto de sanción”8. Se trataba, 
HQ�HVHQFLD��GH�SRQHU�¿Q�D�XQ�JUDYH�HVWDGR�GH�LQVHJXUL-
dad jurídica y a la polémica motivada por la existencia 
de tales discrepancias entre los distintos órdenes. En 
suma, como ya advirtiese Morales Prats, la inclusión de 
estas cláusulas en sede penal respondía “a la acuciante 
necesidad de esclarecer las reglas de juego a la vista 
de la inseguridad jurídica que se ha generado en los 
últimos tiempos”9.

Según entiende esta doctrina, la situación anterior 
D� OD� LQVWDXUDFLyQ�GH� OD� ¿JXUD�HQ�HO�VHQR�GHO�'HUHFKR�
penal generaba una cierta inseguridad jurídica, pues se 
permitía dejar sin sanción administrativa a quien regu-
larizaba su situación, pero no se exoneraba de la posi-
ble sanción penal al que llevaba a cabo idéntico com-
portamiento. En palabras de Iglesias Río “uno de los 
PpULWRV�GH�HVWD�QRUPDWLYD�IXH�FODUL¿FDU�OD�LQVHJXULGDG�
jurídica reinante después de las medidas excepcionales 
GHVWLQDGDV�D�OD�DÀRUDFLyQ�GH�SDWULPRQLRV�TXH�SDUHFtDQ�
VXPHUJLGRV�SRU�UD]RQHV�¿VFDOHV´��$�MXLFLR�GHO�DXWRU��OD�
no previsión de cláusula semejante en el orden penal 
hacía dudar sobre la posibilidad de apreciar los efectos 
de la regularización en este ámbito, subyaciendo así 

Sobre la Renta de las Personas Físicas que configuró esta institución de la siguiente manera: “los ingresos correspondientes a declara-
ciones liquidaciones o autoliquidaciones realizadas fuera de plazo sin requerimiento previo, sufrirán un recargo único del 50 por 100, con 
exclusión del interés de demora y de las sanciones que pudieran ser exigibles. No obstante, el recargo será del 10 por 100 si el ingreso se 
efectúa dentro de los tres meses siguientes al término del plazo voluntario de presentación e ingreso”. Sobre la evolución legislativa, cfr., 
en profundidad: MARTÍNEZ-BUJÁN PÉREZ, C.: Los delitos contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social, Ed. Tecnos, Madrid, 1995, 
pp. 108 y ss.

8 BERMEJO RAMOS, J.: “La apreciación de los indicios de comisión del delito fiscal por la administración tributaria ante la nueva 
regulación de los delitos contra la Hacienda Pública por la Ley Orgánica 6/95 de 29 de junio”, en Aragonés Beltrán, E. (coord.), Abril Abadín, 
F., Aragonés Beltrán, E., Bañeres Santos, F., et. al., Nueva regulación del delito fiscal y contra la Seguridad Social (Ley Orgánica 6/1995, 
de 29 de junio), Ed. Consell de Collegis de Graduats Socials de Catalunya, Barcelona, 1995, p. 48.

9 MORALES PRATS, F.: “De los delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social”, en Quintero Olivares, G. (dir.), 
Morales Prats, F. (coord.), Comentarios a la Parte Especial del Derecho penal, Ed. Aranzadi, 9ª edición, Navarra, 2011, p. 1077.

10 IGLESIAS RÍO, “Aproximación crítica a la cláusula legal de exención de la pena por regularización en el delito de defraudación 
tributaria”, en Revista de Derecho Penal, nº 13, 2004, p. 66.

11 SÁNCHEZ LLIBRE, J.: “La nueva regulación del delito fiscal”, en Aragonés Beltrán, E. (coord.), Abril Abadín, F., Aragonés Beltrán, 
E., Bañeres Santos, F., et. al., Nueva regulación del delito fiscal y contra la Seguridad Social (Ley Orgánica 6/1995, de 29 de junio), Ed. 
Consell de Collegis de Graduats Socials de Catalunya, Barcelona, 1995, p. 66.

12 SABADELL CARNICERO, C.: “La regularización tributaria como causa de exención de la responsabilidad penal”, en Argente 
Álvarez, J., et. al., El delito fiscal, Ed. CISS, Valencia, 2009, p. 203.

“algunos problemas de legalidad, al carecer de apoyo 
normativo expreso, aun cuando, bien es cierto, reper-
cutiera in bonam partem para el afectado”10��1R�VyOR�OD�
justicia material sino también la justicia social, además 
de la necesidad de dotar de la máxima coherencia al Or-
denamiento Jurídico en su conjunto, aconsejaban una 
equiparación de las sanciones administrativas y las san-
ciones penales. Si el Ordenamiento Jurídico es único 
�GDGR� TXH� VyOR� VH� OH� GLYLGH� SRU� UDPDV� R� PDWHULDV�
DWHQGLHQGR�D�UD]RQHV�VLVWHPiWLFDV��ODV�GLVWLQWDV�SLH]DV�
que lo componen deben encajar11. Debemos apuntar, 
no obstante, que la incoherencia a la que aducen estos 
autores resulta explicable desde su concepción del ilí-
FLWR�SHQDO�FRPR�VLPSOH�LQIUDFFLyQ�FXDOL¿FDGD�SRU�XQD�
conducta fraudulenta y un determinado importe defrau-
dado, por lo que a su juicio sería un contrasentido 
que en sede administrativa se exonerase de sanción 
manteniéndose esta en sede penal.

En síntesis, como expone Sabadell Carnicero, la au-
sencia de previsión de una posible exención de sanción 
SHQDO�HQ�ORV�VXSXHVWRV�GH�UHJXODUL]DFLyQ�¿VFDO�SURYRFy�
FLHUWD�SROpPLFD�GRFWULQDO�TXH�¿QDOPHQWH�HPSXMy�DO�OH-
JLVODGRU�D�LQWURGXFLU�HQ�HO�&yGLJR�3HQDO�HVWD�¿JXUD��3RU�
ello entiende la autora que “el fundamento de la incor-
poración de esta causa de levantamiento de la pena se 
encuentra en la grave situación de inseguridad jurídica 
generada por el régimen de la regularización que, en el 
ámbito tributario, había establecido la Ley”12.

De todo lo anterior pudiera deducirse, de forma si-
logística, que si el legislador se limitó a extrapolar del 
2UGHQDPLHQWR�¿VFDO�DO�2UGHQDPLHQWR�SHQDO�XQD�¿JXUD�
como la regularización, y si esta buscaba, en sede ad-
ministrativa, hacer efectivo el cobro de lo inicialmente 
defraudado, entonces también la cláusula penal estaría 
fundamentada en esta idea: incentivar al defraudador 
inicial a cumplir con sus obligaciones para con la Ad-
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PLQLVWUDFLyQ� \��HQ�¿Q��VDOYDJXDUGDU�ORV�LQWHUHVHV�HFR-
nómicos de la misma. Según esta doctrina este sería 
HO� YHUGDGHUR� IXQGDPHQWR� GH� OD� ¿JXUD�� WDPELpQ� HQ� HO�
Código Penal. Se concibe así que el Derecho penal, a 
través del instituto de la regularización, constituye un 
instrumento que coadyuva en gran medida al aumento 
de los índices de recaudación por parte de la Adminis-
tración pública13.
(Q�GH¿QLWLYD��SDUD�HVWD�SULPHUD�FRUULHQWH�GRFWULQDO�HO�

fundamento de la regularización respondería a un inte-
rés de la administración tributaria de hacer efectivo su 
derecho a percibir impuestos de parte de los contribu-
\HQWHV��OR�TXH�FRQVWLWX\H�XQD�UD]yQ�DMHQD�D�ORV�¿QHV�\�
principios propios del Derecho penal, aproximándose 
más bien a la persecución de un interés recaudatorio 
GH�WLSR�¿VFDO�

2.2. Un nuevo contexto de eficacia recaudatoria.

Uno de los autores que más ha fervientemente hade-
IHQGLGR�XQD�IXQGDPHQWDFLyQ�GH�WLSR�¿VFDO�SDUD�HO�LQV-
WLWXWR�GH�OD�UHJXODUL]DFLyQ�HV�6iQFKH]�2VWL]�*XWLpUUH]��
Aunque este autor emplee diversos argumentos para 
sustentar su posición, sin duda el más relevante y en 
HO�TXH�KDFH�PD\RU�KLQFDSLp�HV�DTXpO�TXH�VH�UH¿HUH�DO�
FDPELR�GH�FRQWH[WR�HQ�OD�SROtWLFD�¿VFDO�GH�ORV�~OWLPRV�
años. Con base en dicho cambio de paradigma, el autor 
llega a la conclusión de que el auténtico fundamento 
TXH�H[SOLFD�OD�¿JXUD�GH�OD�UHJXODUL]DFLyQ�QDFH�GHO�RUGH-
namiento tributario.
6iQFKH]�2VWL]�*XWLpUUH]� SDUWH� GH� TXH� OD� HYROXFLyQ�

GHO�GHUHFKR�¿VFDO�HQ�ORV�~OWLPRV�DxRV�SRQH�GH�UHOLHYH�
una nueva idea del legislador, que pretende construir 
XQD�DXWpQWLFD�FRQFLHQFLD�¿VFDO�SRU�PHGLR�GH�PHFDQLV-
PRV�DMHQRV�D�ORV�WUDGLFLRQDOHV��WULEXWDULRV��DGPLQLVWUD-
WLYRV��\��HQWUH�HVWRV��SRU�PHGLR�GHO�'HUHFKR�SHQDO��TXH�
vendría a asumir una especie de función pedagógica. 
(VWD�QXHYD�SROtWLFD�¿VFDO�HVWDUtD�LQWHUHVDGD�HQ�DGRSWDU�
LQVWUXPHQWRV�\�PHFDQLVPRV�PiV�H¿FLHQWHV�TXH�ORV�HP-
pleados en épocas anteriores, con el objetivo de cum-
plir los intereses propios de la Administración. De 
este modo nos encontraríamos inmersos en un contexto 
jurídico en el que “ambas materias, penal y tributaria, 
aun con orígenes diversos y distinta lógica, se comple-
PHQWDQ´��SRU�OR�TXH�³OD�¿JXUD�GH�OD�UHJXODUL]DFLyQ�VH�

13 MORALES PRATS, en Quintero Olivares (dir.), Morales Prats (coord.), De los delitos contra la Hacienda Pública y contra la Segu-
ridad Social, cit., p. 1077.

14 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit., pp. 50-51.
15 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit., pp. 52 y 56. Sobre la “necesaria colaboración” del 

obligado tributario con la Hacienda Pública, en relación con el delito fiscal, se pronuncia también: SANZ DÍAZ-PALACIOS, J. A.: Derecho a 
no autoinculparse y delitos contra la Hacienda Pública, Ed. Colex, Madrid, 2004, pp. 64 y ss.

16 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit., p. 67.
17 FERRÉ OLIVÉ, J. C.: “El bien jurídico protegido en los delitos tributarios”, en Revista Penal, nº 33, 2014, p. 12.
18 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit., p. 60.

HQPDUFD�HQ�OD�FRQÀXHQFLD�GH�OD�SROtWLFD�FULPLQDO�\�OD�
tributaria”14.
/D�HYROXFLyQ�GH�HVD�QXHYD�SROtWLFD�¿VFDO��HQ�RSLQLyQ�

de este autor, vendría a culminar hoy con el estable-
cimiento de un modelo en el que la Administración 
pública deja de ser el epicentro protagonista para el 
FXPSOLPLHQWR�GH�VXV�¿QHV�UHFDXGDWRULRV��\�SDVD�D�WHQHU�
muy en cuenta al obligado al pago y las conductas de 
HVWH��(OOR�VXSRQH�TXH�DFWXDOPHQWH�HO�VLVWHPD�¿VFDO�VH�
encuentre presidido por una idea de bilateralidad equi-
librada �$GPLQLVWUDFLyQ���VXMHWR�REOLJDGR�DO�SDJR��HQ�
contraposición al antiguo modelo clásico que se cen-
traba en hacer valer las prerrogativas propias de la Ad-
ministración. Ejemplo de ello sería el modelo actual de 
autoliquidación que se impone en la gran mayoría de 
tributos, frente al antiguo modelo de declaración-com-
probación15�� (Q� GH¿QLWLYD�� HQ� SDODEUDV� GHO� DXWRU�� ³OD�
Administración ‘renuncia’ a un control exhaustivo y 
férreo del cumplimiento de obligaciones”, es decir, “a 
la pretensión de controlarlo todo”16. Comparte estos 
postulados Ferré Olivé, quien también en relación con 
HO�GHOLWR�¿VFDO�SRQH� GH�PDQL¿HVWR�OD�H[LVWHQFLD�GH�XQ�
fenómeno económico de PDVL¿FDFLyQ� WULEXWDULD��que 
impide un control individualizado de cada uno de los 
contribuyentes, máxime “cuando la administración no 
SRVHH�SHUVRQDO�\�PHGLRV�SDUD�GH¿QLU� LQGLYLGXDOL]DGD-
mente cada deuda”��.

En este nuevo contexto de búsqueda de la mayor 
H¿FDFLD�� OD� UHODFLyQ�GH�ELODWHUDOLGDG�$GPLQLVWUDFLyQ� ��
obligado al pago permite que también ahora este úl-
WLPR�VH�YHD�DXWRUL]DGR�D�UHFWL¿FDU�GH�IRUPD�YROXQWDULD�
una declaración inicialmente errónea o una informa-
ción falseada. Si ello es así, entonces el sujeto obligado 
DO� SDJR�TXH� VLQ� UHTXHULPLHQWR� SUHYLR� DFXGH� D� UHFWL¿-
car podrá evitar la responsabilidad por las infracciones 
inicialmente cometidas. Esta idea, en opinión de Sán-
FKH]�2VWL]�*XWLpUUH]��HQFRQWUDUtD�SHUIHFWR�DFRPRGR�HQ�
el seno de una política criminal moderna, que asumiría 
la posibilidad de otorgar relevancia penal a determina-
dos comportamientos postdelictivos en materia de de-
fraudación, del que la regularización no sería más que 
un ejemplo18.
(VWH� FDPELR� GH� SDUDGLJPD� HQ� HO� VLVWHPD� ¿VFDO� DF-

WXDO� MXVWL¿FDUtD�HO� UHFXUVR�DO�'HUHFKR�SHQDO� HQ�DUDV� D�
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DOFDQ]DU�REMHWLYRV�SURSLRV�GHO�DTXHO�VLVWHPD��REMHWLYRV�
H[WUDSHQDOHV�� HQ� GH¿QLWLYD�� \� UHIRU]DU� \� SURWHJHU� ORV�
presupuestos de este. Se trataría de una garantía más 
ofrecida por el Ordenamiento jurídico. De este modo 
los delitos contra la Hacienda Pública pasarían a enten-
derse como un medio para garantizar una mejor política 
tributaria: el Derecho penal se adaptaría a esta nueva 
SROtWLFD�FRQ�HO�¿Q�GH�FRQVHJXLU�REMHWLYRV�PiV�H¿FDFHV��
VXIULHQGR��FRPR�HO�SURSLR�DXWRU�D¿UPD��XQ�SURFHVR�GH�
administrativización que hace que el recurso al sistema 
SHQDO�HIHFWLVWD�FHGD�SDVR�D�³XQ�'HUHFKR�3HQDO�H¿FLHQ-
te o más realista”19. Así, como advierte el autor, “de 
un Derecho Penal concebido como la ‘barrera infran-
queable de la política criminal’ […] hemos pasado a un 
'HUHFKR�3HQDO�TXH�PRGL¿FD�VX�¿VRQRPtD�\�VXV�IDFHWDV�
para adaptarse a las necesidades de una política tribu-
taria”20.

A juicio del autor, la previsión de causas de levan-
tamiento de pena ante determinados comportamien-
WRV�SRVWGHOLFWLYRV�HQ�PDWHULD�¿VFDO�QR�HVWDUtD�GHO�WRGR�
MXVWL¿FDGD�GHVGH�OD�ySWLFD�GHO�'HUHFKR�SHQDO�\�GH�ORV�
principios que inspiran a este sector del Ordenamiento, 
siendo necesario acudir a este tipo de fundamentacio-
QHV� H[WUDSHQDOHV� LGHQWL¿FDGDV� HQ� FRQVLGHUDFLRQHV� GH�
SROtWLFD�¿VFDO�R�UHFDXGDWRULD��6HJ~Q�HVWH�SODQWHDPLHQ-
to “ha vencido la óptica tributaria, hasta el punto de 
LQÀXLU�\�FRQGLFLRQDU�OD�SROtWLFD�FULPLQDO��\�FRQGXFLU�D�
TXH�HO�&yGLJR�3HQDO�DFDEDUD�GH¿QLHQGR�H[SUHVDPHQWH�
en 1995 la regularización”21. En suma: “en la regula-
rización […] ha prevalecido un interés en asegurar la 
recaudación”22.
6L� ELHQ� SRGHPRV� FRQVLGHUDU� D� 6iQFKH]�2VWL]� *X-

tiérrez como uno de los máximos defensores de esta 
fundamentación, otros autores parecen compartir tam-
bién esta opinión. De este modo, por ejemplo, Queralt 
Jiménez ha considerado que el hecho de que el Derecho 
penal se adentre en el terreno de la “ingeniería social y 
política” no tiene por qué constituir algo negativo, ni 
tampoco tiene porqué suponer una manipulación ilegí-

19 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit., pp. 69-70; y El Mismo, en Corcoy Bidaloso (dir.), 
Lara González (coord.), Consideraciones sobre la evolución de la política criminal… cit., pp. 252-253.

20 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, en Corcoy Bidaloso (dir.), Lara González (coord.), Consideraciones sobre la evolución de la políti-
ca criminal… cit., p. 253. Con apoyo en esta situación el autor entiende que ha llegado el momento de plantearse “si es adecuado el recurso 
al Derecho penal o, allá donde no sea posible percibir indicios de suficiente merecimiento y necesidad de pena, será más conveniente, por 
más eficaz y eficiente, confiarlo al Derecho administrativo sancionador” (p. 258). 

21 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit., p. 72.
22 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit., p. 148. Como aduce el autor: “la valoración de los 

muy positivos efectos de la regularización en el sistema tributario ha pesado más que la necesidad de sancionar” (p. 175).
23 QUERALT JIMÉNEZ, J. J.: “El comportamiento postdelictivo en los delitos contra las Haciendas Públicas y la Seguridad Social”, 

en VV. AA., Empresa y Derecho penal (I), Ed. Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 1999, p. 177.
24 MARTÍN QUERALT, J., GARCÍA MORENO, V. A.: “Código Penal y Ley General Tributaria: un enamoramiento que no fue fugaz (I)”, 

en El cronista del Estado social y democrático de Derecho, nº 34, pp. 10 y ss.
25 Entre otros: MARTÍNEZ-BUJÁN PÉREZ, Los delitos contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social, cit., p. 98; BACIGALUPO, 

en Bacigalupo (dir.), El delito fiscal, cit., p. 305; RODRÍGUEZ LÓPEZ, Delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social, cit., 
p. 149; y SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit., p. 70.

tima del instrumento penal. Para el autor, dado que nos 
encontramos en una sociedad democrática a la hora de 
VROYHQWDU� ORV� FRQÀLFWRV� TXH� HQ� HOOD� VXUJHQ� HV� SRVLEOH�
la intervención socio-política y económica desde todos 
los ámbitos, también el penal. Ello no sólo es posible, 
sino que para el autor es también positivo23. También 
0DUWtQ�4XHUDOW� ��*DUFtD�0RUHQR�SRQHQ�GH�PDQL¿HVWR�
HVWH� QXHYR� FRQWH[WR� GH� H¿FDFLD� \� GH� tQWLPD� UHODFLyQ�
HQWUH�HO�'HUHFKR�¿VFDO�R�WULEXWDULR�\�HO�'HUHFKR�SHQDO��
“el espíritu, las formas, y los procedimientos de la 
Administración Tributaria han ido ocupando los tradi-
cionales enclaves del espíritu, las formas y los proce-
dimientos penales”24.

2.3. La necesidad de protección de la conciencia fiscal 
y la idea del estímulo: ¿un estado de necesidad perma-
nente?

Relacionado con el argumento anteriormente señala-
do, y aunque no se haya puesto demasiado énfasis en 
ello por parte de la doctrina, en pro de la adopción de 
XQ�IXQGDPHQWR�GH�WLSR�¿VFDO�SDUD�HO�FDVR�GH�OD�UHJXOD-
rización se alega también que dicha institución tiene 
SRU�DXWpQWLFD�¿QDOLGDG�estimular al contribuyente para 
el cumplimiento de sus obligaciones con la administra-
FLyQ�WULEXWDULD��HQ�HVHQFLD��HO�GHEHU�GH�WULEXWDU���DVHJX-
rando con ello la protección de los intereses económi-
cos de esta. Según esta línea argumental la regulariza-
FLyQ�VH�FRQ¿JXUDUtD�FRPR�XQD�LQVWLWXFLyQ�TXH�WLHQGH�D�
SUHVHUYDU�� IRPHQWDU� \� HVWLPXODU� OD� FRQFLHQFLD� ¿VFDO�
de los ciudadanos, concediendo la recompensa de 
OD�LPSXQLGDG�D�TXLHQ�UHJXODUL]D�VX�VLWXDFLyQ�LUUHJXODU��
el instrumento penal convergería así como un elemento 
H¿FD]�GH�OD�SROtWLFD�¿VFDO��FRQ�HO�REMHWLYR�GH�UHIRU]DU�
la conciencia ciudadana25. A pesar de que se recono-
ce expresamente que esta teoría puede hacer quebrar 
DOJXQRV�GH� ORV�SULQFLSLRV�GHO�'HUHFKR�SHQDO� �SXHV� VH�
pasaría por encima de algunos límites y se tensionarían 
las instituciones tradicionales de la teoría jurídica del 
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GHOLWR��ORV�GHIHQVRUHV�GH�OD�PLVPD�DOHJDQ�TXH�VH�WUDWD�
de un “mal necesario”, toda vez que la Administración 
se encuentra en una situación sumamente desfavorable 
en comparación con el defraudador, lo que generaría 
un “estado de necesidad permanente” que conduciría 
D� OD� DGRSFLyQ�GH�HVWH� WLSR�GH� FOiXVXODV�� WDO� HVWDGR�GH�
necesidad estaría fundamentado en razones de política 
¿VFDO�\�UHFDXGDWRULD��\�GH�DKt�VH�GHULYDUtD�OD�H[LVWHQFLD�
misma de la cláusula de regularización26.

Debemos advertir que esta argumentación sobre el 
fundamento de la norma puede, a primera vista, no ser 
FDOL¿FDGD� FRPR� XQD� WHRUtD� SXUDPHQWH� SROtWLFR�¿VFDO��
Como advierte Iglesias Río, esta constituye solo un 
argumento incidental o colateral de apoyo de las tesis 
¿VFDOHV� TXH� HVWiQ� VLHQGR� H[SOLFDGDV�� VL� ELHQ� FRQ� XQD�
especie de suavización de sus pretensiones prácticas, 
pues parece intentar aunar una fundamentación políti-
FR�¿VFDO�FRQ�RWUD�GH�WLSR�MXUtGLFR�SHQDO��GDGR�TXH��HQ�
el fondo, con la idea del “estímulo” se vendría a poner 
GH�PDQL¿HVWR�DOJR�PX\�SUy[LPR�D� OR�TXH�GH¿HQGH�OD�
clásica tesis político-criminal de la reparación: “a ene-
PLJR�TXH�KX\H��SXHQWH�GH�SODWD´���. Sin embargo, de 
inmediato comprobaremos que realmente en esta 
WHVLV� VXE\DFH�XQ�~QLFR�IXQGDPHQWR�GH�WLSR�¿VFDO��TXH�
impide a la misma acomodarse entre los postulados tra-
dicionales propios del Derecho penal.

Este grupo de autores entiende que lo que verdade-
UDPHQWH�VH�RFXOWD�WUDV�OD�¿JXUD�GH�OD�UHJXODUL]DFLyQ�QR�
es más que el interés del Estado por incentivar la moral 
¿VFDO�JHQHUDO�\�HO�QLYHO�GH�FRQFLHQFLD�¿VFDO�FLXGDGD-
QD��IDYRUHFLHQGR�OD�WUDQVSDUHQFLD�\�HO�DÀRUDPLHQWR�GH�
las defraudaciones ya cometidas, y todo ello en direc-
ción a lograr objetivos propios de la Administración: 
el aumento de la recaudación. De acuerdo con esta 
WHRUtD�� HQ� OD�¿JXUD�GH� OD� UHJXODUL]DFLyQ�H[LVWLUtDQ�GRV�
fases diferenciadas: en una primera fase, la norma lan-
]D�XQ�PHQVDMH�HVWLPXODGRU�FRQ� OD�¿QDOLGDG�GH� LQYLWDU�
al defraudador a retornar a la legalidad. En la segunda 
fase, lo anterior sitúa al sujeto en un dilema o “estado 
GH�FRDFFLyQ�SVLFROyJLFD´�TXH�OH�REOLJD�D�UHÀH[LRQDU�\�
ponderar si desea mantenerse en esa situación o si es 

26 Ampliamente sobre el término “estado de necesidad permanente” y sobre la dificultad de descubrimiento del fraude por parte 
de la Administración, vid. IGLESIAS RÍO, La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., pp. 43 y ss.; y El Mismo, 
Aproximación crítica a la cláusula legal de exención de la pena por regularización… cit., p. 67. Más en particular, sobre los diferentes me-
canismos involucrados en la lucha contra la criminalidad económica y, en concreto, en los fraudes fiscales, vid.: OROZCO JIMÉNEZ, M.: 
“Procedimientos de colaboración interna entre las distintas instituciones involucradas en la lucha contra la delincuencia económica”, en VV. 
AA., Aproximación al Derecho penal económico y financiero, Ed. Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2007, pp. 67 y ss.

27 IGLESIAS RÍO, La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., pp. 199-200; y El Mismo, Aproximación crítica 
a la cláusula legal de exención de la pena por regularización… cit., p. 74.

28 IGLESIAS RÍO, La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., p. 202; El Mismo, Aproximación crítica a la 
cláusula legal de exención de la pena por regularización… cit., p. 74; y El Mismo, en Octavio de Toledo y Ubieto (dir. y coord.), Las cláusulas 
de regularización tributaria… cit., p. 289.

29 IGLESIAS RÍO, La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., p. 203.
30 Ídem, p. 205.
31 IGLESIAS RÍO, en Octavio de Toledo y Ubieto (dir. y coord.), Las cláusulas de regularización tributaria… cit., p. 291.

más conveniente retractarse y volver regular su estado 
irregular28��/D�¿JXUD�GH�OD�UHJXODUL]DFLyQ�YHQGUtD�DVt�D�
constituirse como una especie de privilegio con capa-
FLGDG�SDUD�HOHYDU�OD�PRUDO�¿VFDO�\�QHXWUDOL]DU�OD�LQGLIH-
rencia social frente a la norma, fortaleciéndose con ello 
no sólo los intereses recaudatorios propios de la Admi-
nistración sino también en buena medida los intereses 
del Derecho penal desde la óptica preventivo-general 
EDVDGD�HQ�HO�PDQWHQLPLHQWR�\�FRQ¿DQ]D�GHO�VLVWHPD29.

Sin embargo, es ciertamente cuestionable que el De-
UHFKR�SHQDO�SXHGD�WHQHU�SRU�IXQFLyQ�HOHYDU�OD�PRUDO�¿V-
cal, ya desde el momento en que esta no puede consti-
tuirse como el interés jurídico protegido por un delito: 
la moral no entra en el tipo. Cuestión distinta es que, de 
forma mediata, a través de la conminación penal se lo-
gre un cierto efecto positivo o considerado valioso por 
HO�OHJLVODGRU��OR�FXDO��FRPR�VH�GLMR��QR�SXHGH�FRQVLGH-
UDUVH�FRPR�HO�REMHWR�LQPHGLDWR�GH�SURWHFFLyQ���/D�LGHD�
GH�³HVWtPXOR´�GH�OD�PRUDO�¿VFDO��PiV�TXH�VDOYDJXDUGDU�
la conciencia del contribuyente, lo que verdaderamente 
SURPXHYH�HV�HO� LQFUHPHQWR�HQ� OD� UHFDXGDFLyQ� �OR�TXH�
no obsta para favorecer indirectamente un retorno a la 
OHJDOLGDG���'H� DKt� TXH� HVWD� WHRUtD� TXHGH� tQWLPDPHQWH�
ligada a la fundamentación político-fiscal que estamos 
H[DPLQDQGR��HO�UHWRUQR�D�OD�OHJDOLGDG�GHULYDGR�GH�HVD�
idea de “estímulo” respondería ya no a un cambio en 
la conciencia del sujeto defraudador, sino más bien a 
razones de oportunidad, peligro de descubrimiento y 
otras circunstancias coyunturales, “factores que, una 
vez superados o controlados, pueden suscitar en el au-
tor el deseo de emprender de nuevo el camino del injus-
to”30. En suma: por regla general el sujeto inicialmente 
defraudador no llevaría a cabo la regularización fruto 
del dilema ocasionado por esa idea de “estímulo” o re-
compensa que la Ley le ofrece, sino más bien cuando 
presienta que no hay otra vía de escape o que el descu-
brimiento de la infracción es inminente31.

Como puede colegirse, parece que a la idea de estí-
mulo se le otorga realmente un papel subordinado a la 
DXWpQWLFD�¿QDOLGDG�GH� OD�QRUPD��GH� WLSR�¿VFDO��&RQ�HO�
mantenimiento de estas teorías basadas en la preserva-
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FLyQ�GH�OD�PRUDO�¿VFDO�\�GH�OD�FRQFLHQFLD�FLXGDGDQD�OR�
que se predica es, sencillamente y de nuevo, el interés 
del Estado en proteger su actividad recaudatoria y la 
economía de sus instituciones. La regularización tri-
butaria intentaría operar como estímulo para el sujeto 
inicialmente defraudador, moviendo a este a ingresar 
ODV�FDQWLGDGHV�LQLFLDOPHQWH�GHIUDXGDGDV��DO�PHQRV�HQ�OD�
PRGDOLGDG�PiV�WUDGLFLRQDO�GH�IUDXGH�¿VFDO���\�HOOR�QR�
FRQ�OD�¿QDOLGDG�GH�SUHVHUYDU�VX�PRUDO�¿VFDO��VLQR�FRQ�HO�
mero objetivo de que la administración tributaria pueda 
hacer efectivo el derecho de cobro que le corresponde. 
/D� LGHD�GH�³D¿DQ]DPLHQWR�GH� OD�FRQFLHQFLD�¿VFDO´� VH�
constituye como una auténtica utopía, que esconde tras 
de sí, en realidad, la persecución de objetivos puramen-
te recaudatorios.

Para que la institución realmente fuese explicable 
GHVGH�HVWD�LGHD�GH�³SURWHFFLyQ�GH�OD�PRUDO�¿VFDO´�VHUtD�
QHFHVDULR�� FXDQWR� PHQRV�� IRPHQWDU� OD� FRQ¿DQ]D� FLX-
GDGDQD� HQ�OD�QRUPD��FODUL¿FDU�HO�DOFDQFH�H[DFWR�GH�OD�
regularización e incrementar el nivel de conocimiento 
de esta institución por parte de los ciudadanos. Solo de 
este modo se conseguiría del sujeto un auténtico cam-
bio de mentalidad y sería predicable respecto de este un 
retorno a la legalidad motivado por tales postulados. En 
caso contrario, como entiende Iglesias Río, la teoría del 
estímulo resulta una quimera32. A ello cabe añadir que 
el concepto y el contenido de lo que entendemos por 
FRQFLHQFLD�¿VFDO�es inestable y mutable, y depende, en 
gran medida, de la “cultura” propia de cada país y de 
multitud de datos característicos33.
(Q�GH¿QLWLYD��GHMDQGR�DVHQWDGR�OR�DQWHULRU��\�D�SHVDU�

de la aparente imbricación que pudiera tener esta tesis 
FRQ�¿QDOLGDGHV�SURSLDPHQWH�SHQDOHV��SRGHPRV�D¿UPDU�
que en la defensa de la misma lo que realmente subyace 
es una explicación basada, de nuevo, en intereses pura-
PHQWH�¿VFDOHV��DMHQRV�DO�'HUHFKR�SHQDO�

A la teoría que acaba de ser expuesta se le han objeta-
do algunas críticas tendentes a relativizar su idoneidad 
WDPELpQ�GHVGH�HO�SXQWR�GH�YLVWD�SROtWLFR�¿VFDO��8QR�GH�
los penalistas que con mayor profundidad ha analizado 
la teoría del estímulo es Iglesias Río, quien con enco-
miable esfuerzo ha intentado neutralizar los argumen-
tos de esta para insistir en un fundamento de tipo penal.

32 IGLESIAS RÍO, La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., pp. 208 y ss.
33 FERNÁNDEZ ALBOR, A.: Estudios sobre criminalidad económica, Ed. Bosch, Barcelona, 1978, p. 99.
34 IGLESIAS RÍO, La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., p. 218.
35 DE URBANO CASTRILLO / NAVARRO SANCHÍS, La deuda fiscal…cit. p. 260.
36 MARTÍNEZ-BUJÁN PÉREZ, Los delitos contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social, cit., p. 100. Para este autor no existe 

estudio empírico alguno que demuestre la operatividad del pretendido “estímulo” en esta norma
37 IGLESIAS RÍO, La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., pp. 219 y ss. Incluso de otro lado, como dice 

este autor, pudiera defenderse la inexistencia de interés alguno por parte de la administración en la figura de la regularización, pues dado 
que la deuda oculta está a punto de aflorar mediante el inicio de un procedimiento ejecutivo, entonces se revela como mejor opción esperar 
a que ocurra esto último y no tanto fomentar la regularización.

En primer lugar, como expresa este autor, la tesis del 
DXPHQWR�GH�OD�PRUDO�¿VFDO�R�GHO�³HVWtPXOR´�SXHGH�¿-
nalmente revertirse, devenir contraria a sus propios in-
tereses y convertirse en un círculo vicioso. El autor 
parte de determinados estudios empíricos para con-
FOXLU� D¿UPDQGR� TXH� ODV� ³UHGXFLGDV� SUREDELOLGDGHV�
de aclaración y de persecución penal eliminan, con-
siderablemente, el temor del sujeto a sufrir un castigo, 
convirtiéndose inequívocamente en factores clave que 
actúan negativamente como estímulo contramotiva-
dor a presentar la autodenuncia”34. Se parte de la idea 
de que la administración tributaria, y en general todo 
el sistema recaudatorio, se encuentra en un estado de 
desigualdad en comparación a la mejor posición que 
ostenta el defraudador. Es este quien tiene más facili-
dades para evitar ser descubierto, no tanto así la ad-
ministración tributaria, para descubrir el fraude, que en 
muchos casos puede pasarle inadvertido35. Siendo esto 
así, parece que lo que inicialmente pretendía consti-
tuirse como un estímulo fomentador de la recaudación 
¿QDOPHQWH�VH�FRQYLHUWH�HQ�XQ�contraestímulo haciendo 
TXH�HO�VXMHWR�SUH¿HUD�FRUUHU�HO� ULHVJR�GH�VX�GHIUDXGD-
ción, dadas las escasas posibilidades de ser descubier-
to. Como señala Martínez-Buján Pérez “la promesa de 
exoneración de pena no puede ofrecer estímulo alguno 
DO�DXWRU�FXDQGR��VDEHGRU�GH�TXH�OD�SUREDELOLGDG�GH�GHV-
cubrimiento de su delito por parte de la Administración 
HV�PX\�UHGXFLGD��OD�H[HQFLyQ�VyOR�OH�UHVXOWDUi�H¿FD]�HQ�
el caso de que él mismo ponga al descubierto el hecho 
defraudatorio”36. En relación con esto último, se aduce 
también que el instituto de la regularización no puede 
UHVSRQGHU�D�XQ�IXQGDPHQWR�¿VFDO�SXUR�SXHVWR�TXH�³HO�
estímulo puede tener el efecto criminógeno de inducir 
al incremento de la defraudación”, y ello no parece que 
sea favorable a los intereses recaudatorios de la Admi-
nistración. Se llegaría más bien a resultados totalmente 
contrarios a los inicialmente deseados��.

Por otro lado, la idea del “estímulo” tampoco resul-
WDUtD�PX\�H¿FD]�GHVGH�OD�ySWLFD�SROtWLFR�¿VFDO�GHELGR�D�
que en condiciones normales el sujeto preferirá correr 
el riesgo de ser descubierto antes que la impunidad in-
mediata que se derivaría de su actuación regularizado-
ra, y ello porque con este último modo de proceder 
las consecuencias para él son menos deseables: tendrá 
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que pagar su deuda más los intereses devengados38. Y 
a ello hay que sumarle, como ya se ha dicho, que en la 
SUiFWLFD�H[LVWHQ�JUDQGHV�GL¿FXOWDGHV� D� OD� KRUD� GH� TXH�
la Administración descubra el fraude. La suma de estas 
circunstancias vendría a favorecer algo contrario a lo 
TXH�SUHWHQGLGDPHQWH�VH�EXVFD��SXHV�HO�VXMHWR�¿QDOPHQ-
te decidirá asumir el riesgo de la defraudación.

En conclusión, como se ha podido colegir, la teoría 
del estímulo no está en modo alguno exenta de críticas. 
De ahí que este argumento no haya sido demasiado de-
sarrollado en el seno de la doctrina, pues sus postulados 
pueden tambalearse al trasladarse al plano práctico39. 
1R�REVWDQWH��FRQ�REMHWR�GH�VRVWHQHU�XQD�IXQGDPHQWD-
FLyQ�GH�WLSR�¿VFDO��R�HQ�VX�FDVR�PL[WD��GH�OD�UHJXODUL-
zación tributaria no pueden desconocerse tales razona-
mientos, pues estos, puestos en conexión con otros que 
también están siendo estudiados en esta investigación, 
ciertamente pueden coadyuvar a sostener una explica-
FLyQ�GH�FRUWH�SROtWLFR�¿VFDO�GHO�LQVWLWXWR�GH�OD�UHJXODUL-
zación tributaria.

2.4. Argumentos utilitarios: oportunidad reglada y op-
timización de costes

Parte de la doctrina que se posiciona del lado de una 
IXQGDPHQWDFLyQ�SROtWLFR�¿VFDO�HQWLHQGH�TXH�OD�FOiXVXOD�
de regularización supone una manifestación del princi-
pio de oportunidad en sede penal. Y ello porque consi-
deran que la institución es el resultado de un juicio de 
ponderación legislativa, en términos de optimización 
GH�FRVWHV��XWLOLGDG�\�H¿FDFLD��SRU�HO�TXH�VH�KD�HQWHQGLGR�
que determinados intereses propios de la Administra-
FLyQ�WULEXWDULD��HPLQHQWHPHQWH�UHFDXGDWRULRV��FRPR�GL-

38 IGLESIAS RÍO, La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., p. 221.
39 De cualquier modo, debemos advertir que la idea del estímulo solo cobrará sentido al referir la misma a aquellos supuestos de 

incumplimiento que pasan desapercibidos para la Administración (esto es, supuestos de “economía sumergida”), datos sobre los que 
lamentablemente no existen datos empíricos (si bien se estima que se trata de un porcentaje de alrededor del 20 %). Sobre las distintas 
razones reales del incumplimiento resulta interesante la obra de: TAPIA TOVAR, J.: La evasión fiscal. Causas, efectos y soluciones, Ed. 
Porrúa, México, 2000, pp. 149 y ss.

40 CHAZARRA QUINTO, El tratamiento del comportamiento postdelictivo en el Código Penal español… cit., p. 164.
41 Quizá con excepción del Derecho penal de menores, en donde sí se constata una clara influencia de este principio de oportunidad, 

que es de tipo reglado; Vid. ampliamente: FRANCÉS LECUMBERRI, P.: “El principio de oportunidad y la justicia restaurativa. Mediación, 
conciliación y reparación en la Ley Orgánica de responsabilidad penal del menor”, en Indret: Revista para el análisis del Derecho, 2012, pp. 
5 y ss.

42 Vid. CONTRERAS ALFARO, L. H.: Corrupción y principio de oportunidad penal. Alternativas en materia de prevención y castigo a 
la respuesta penal tradicional, Ed. Ratio Legis, Salamanca, 2005, pp. 30, 41 y ss. Sobre el binomio ‘principio de oportunidad / principio de 
legalidad’ vid. ARMENTA DEU, T.: Criminalidad de bagatela y principio de oportunidad: Alemania y España, Ed. PPU, Barcelona, 1991, pp. 
183 y ss.; y SANTANA VEGA, D. M.: “Principio de oportunidad y sistema penal”, en Anuario de Derecho penal y Ciencias Penales, Tomo 
XLVII, Fascículo II, mayo-agosto, 1994, pp. 129 y ss. Por su parte, CONDE-PUMPIDO FERREIRO, C.: “El principio de legalidad y el uso 
de la oportunidad reglada en el proceso penal”, en VV. AA., Protección jurisdiccional de los derechos fundamentales y libertades públicas, 
Ed. Poder Judicial, Madrid, 1986, pp. 20, 23 y 35, entiende que el principio de oportunidad no tiene por qué hacer quebrar el principio de 
legalidad penal; al menos no siempre: cuando es la propia ley quien autoriza la oportunidad y la dota de ciertos límites, entonces nos en-
contraríamos ante un principio de oportunidad reglada o normativizada, que se somete al citado principio de legalidad y lo respeta (cuestión 
distinta es que sus postulados resulten más o menos criticables). Es por lo anterior por lo que, en opinión de este autor, puede decirse que 
la afirmación doctrinal sobre la confrontación entre el principio de oportunidad y el principio de legalidad hoy ya está superada.

MLPRV��KDQ�GH�SULPDU�VREUH�OD�DSOLFDFLyQ�GH�OD�VDQFLyQ�
penal40.

El principio de oportunidad ha sido tradicionalmente 
estudiado en el seno del Derecho procesal penal41. En el 
ámbito del Derecho penal material, el citado principio 
aparece como un nuevo paradigma que transforma el 
Derecho penal tradicional y lo convierte en un Derecho 
diferente, menos rígido, pretensor de una mayor efec-
WLYLGDG��OR�FXDO�QR�VLJQL¿FD�TXH�FRQVWLWX\D�XQD�³PHMRU�
alternativa” al Derecho penal clásico, pues algunos au-
tores consideran que el principio de oportunidad puede 
chocar, en determinados casos, con un pilar básico del 
orden penal: el principio de legalidad42.

Con base en el principio de oportunidad puede decir-
se que ante la concurrencia de determinados intereses 
de ‘mayor relevancia’ que la propia existencia del tipo 
penal y la protección de un determinado bien jurídico, 
resulta como mejor opción dar un paso atrás y levantar 
una sanción penal inicialmente surgida. Para el supues-
to de la regularización tributaria esta idea implicaría 
asumir la existencia de determinados intereses de la 
$GPLQLVWUDFLyQ��R�GHO�(VWDGR�HQ�VX�FRQMXQWR��TXH�UH-
sultarían ponderadamente más relevantes que el man-
tenimiento de la pena por el delito cometido. La mayor 
importancia o prevalencia GH�WDOHV�LQWHUHVHV��H[WUDSH-
QDOHV�� PRWLYDUtD� DO� OHJLVODGRU� DO� HVWDEOHFLPLHQWR� GHO�
instituto de la regularización con objeto de proteger 
H¿FD]PHQWH�D�DTXpOORV�

El principio de oportunidad TXHGDUtD�MXVWL¿FDGR�SRU�
la existencia de razones de muy diversa índole que jus-
WL¿FDUtDQ�HO�GHVSOD]DPLHQWR�GH�OD�VDQFLyQ�SHQDO��DVt��SRU�
ejemplo, la escasa lesión social que produce el hecho, 
la falta de interés en la persecución del delito, estimular 
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OD�SURQWD�UHSDUDFLyQ�GH�OD�YtFWLPD��HWF��43. Entre las cau-
sas que pueden motivar la adopción de determinados 
mecanismos basados en la idea de oportunidad pueden 
HQFRQWUDUVH�ODV�VLJXLHQWHV���D��FDXVDV�UHODFLRQDGDV�FRQ�
OD� QDWXUDOH]D� GHO� KHFKR� �SRU� HMHPSOR�� HO� FDUiFWHU�Pt-
QLPR�GH�OD�LQIUDFFLyQ����E��FDXVDV�UHODFLRQDGDV�FRQ�HO�
DXWRU��SRU�HMHPSOR��OD�H[LVWHQFLD�GH�XQ�FRPSRUWDPLHQWR�
SRVLWLYR�GH�HVWH�WUDV�OD�FRPLVLyQ�GH�OD�LQIUDFFLyQ����F��
FDXVDV�EDVDGDV�HQ�OD�UHODFLyQ�GHOLQFXHQWH���YtFWLPD��SRU�
HMHPSOR��VXSXHVWRV�GH�UHSDUDFLyQ�YROXQWDULD�GHO�GDxR���
\��G��FDXVDV�GH�LQWHUpV�JHQHUDO��SRU�HMHPSOR��FULWHULRV�
de optimización de costes, necesidad de preservar cier-
WRV�UHFXUVRV�HVWDWDOHV��HWF��44. Según entiende la doctri-
na que de inmediato va a ser expuesta, muchas de estas 
razones que sustentan la idea de oportunidad se pon-
GUtDQ�GH�PDQL¿HVWR�HQ�HO�LQVWLWXWR�GH�OD�UHJXODUL]DFLyQ��
por lo que este vendría a ser una manifestación más del 
mencionado principio.

Debe dejarse apuntado que de forma muy próxima a 
este principio de oportunidad se encuentra el concep-
WR��GLIHUHQWH��GH�³FULPLQDOLGDG�GH�EDJDWHOD´��H[SUHVLyQ�
que, aunque no haya sido desarrollada en profundidad 
SRU�OD�GRFWULQD��\�WDPSRFR�SRU�OD�/H\���SDUD�DOJXQRV�DX-
tores supone un problema de índole general que afecta 
a los principios básicos del Derecho penal. Cuando se 
habla de “criminalidad de bagatela” se está aludiendo a 
determinados hechos previstos en la ley penal cuya re-
prochabilidad es escasa y su bien jurídico protegido se 
puede incluso llegar a concebir de menor relevancia, lo 
cual hace cuestionarse incluso la propia necesidad de 
que sea el Derecho penal, y no otras ramas del Ordena-
miento, quien entre a regular tales conductas45. De ahí 
que algunos autores adviertan, desde tesis contrarias a 
XQ�IXQGDPHQWR�GH� WLSR�¿VFDO��TXH�HVWDV�H[SOLFDFLRQHV�
de la doctrina basadas en criterios de oportunidad con-
llevan asumir la idea de una cierta perversión de los 
¿QHV� GH� ODV� QRUPDV� SHQDOHV� \� OD� ³EDJDWHOL]DFLyQ´� GH�
las mismas.

Por último, en esta exposición general sobre el prin-
cipio de oportunidad no puede dejar de señalarse la 
existencia de dos tipos diferentes de oportunidad. Por 
XQ� ODGR�� OD� ³RSRUWXQLGDG� SXUD´� �WDPELpQ� GHQRPLQDGD�
³OLEUH´�R�³GLVFUHFLRQDO´���WUDGLFLRQDO�HQ�SDtVHV�GH�FRUWH�

43 Sobre estas y otras razones que parecen sustentar el principio de oportunidad cfr.: ARMENTA DEU, Criminalidad de bagatela 
y principio de oportunidad, cit., pp. 194-195. Acerca de las ventajas que puede producir este principio en el Ordenamiento Jurídico, vid.: 
SANTANA VEGA, Principio de oportunidad y sistema penal, cit., pp. 111 y ss.

44 Sobre esta clasificación puramente esquemática, pues en modo alguno supone un numerus clausus de razones, cfr.: CON-
DE-PUMPIDO FERREIRO, en VV. AA., El principio de legalidad y el uso de la oportunidad reglada en el proceso penal, cit., pp. 26-27.

45 ARMENTA DEU, Criminalidad de bagatela y principio de oportunidad, cit., p. 23.
46 CONTRERAS ALFARO, Corrupción y principio de oportunidad penal… cit., pp. 60 y ss.; y CONDE-PUMPIDO FERREIRO, en VV. 

AA., El principio de legalidad y el uso de la oportunidad reglada en el proceso penal, cit., pp. 21 y ss.
47 CONDE-PUMPIDO FERREIRO, en VV. AA., El principio de legalidad y el uso de la oportunidad reglada en el proceso penal, cit., 

pp. 35-36.
48 CHOCLÁN MONTALVO, La aplicación práctica del delito fiscal… cit., p. 353.

anglosajón, que faculta a los organismos públicos para 
que, libremente, puedan formular o no la acusación 
ante un determinado delito, así como para decidir en 
TXp�WpUPLQRV�OR�KDFHQ��QR�H[LVWH�HQ�HVWH�VLVWHPD�QLQJX-
na cláusula legal que habilite expresamente este modo 
de proceder, ni tampoco en qué términos debe hacerse. 
3RU� RWUR� ODGR�� OD� ³RSRUWXQLGDG� UHJODGD´� �WDPELpQ� OOD-
PDGD�³QRUPDGD´�R�³UHJODPHQWDGD´��HQ�OD�TXH��HQ�DUDV�
a salvaguardar los postulados dimanantes del principio 
de legalidad penal, es la propia norma la que autoriza 
la oportunidad mediante el establecimiento de ciertos 
requisitos limitadores de su ámbito de aplicación46. En 
palabras de Conde-Pumpido Ferreiro estaríamos ante 
“supuestos en que por razones de intrascendencia so-
FLDO�\�H¿FDFLD�SUiFWLFD�>VH@�SXHGH�GHVLVWLU�GH�OD�DFFLyQ��
supuestos que habrán de estar objetivados, selecciona-
dos por el legislador y fundamentados en el principio 
superior de una justicia rápida”��. Siendo esto así, y 
según los postulados defendidos por la doctrina que 
inmediatamente va a ser expuesta, podemos concluir 
D¿UPDQGR� TXH�� VL�HO�OHYDQWDPLHQWR� GH� SHQD� SRU� UHJX-
larización no es más que una concreción del principio 
de oportunidad entonces, como apunta Choclán Mon-
talvo, “se trata de una oportunidad reglada, toda vez 
que se encuentra predeterminada en la norma y existe 
un control judicial de su utilización”48.

Una vez realizada esta sintética, pero necesaria, ex-
posición general sobre el SULQFLSLR�GH�RSRUWXQLGDG��es 
momento de estudiar las diferentes interpretaciones 
que conducen a este sector doctrinal a defender que la 
¿JXUD�GH�OD�UHJXODUL]DFLyQ�VH�HQFXHQWUD�IXQGDPHQWDGD�
HQ�UD]RQHV�GH�SROtWLFD�¿VFDO��GHULYDGDV�GHO�PHQFLRQDGR�
SULQFLSLR��$O�REMHWR�GH�FODUL¿FDU�OD�H[SRVLFLyQ��SXHGHQ�
dejarse apuntados tres grupos de argumentos diferen-
ciados que vienen a sostener esta teoría.

En primer lugar, desde el punto de vista del análi-
sis económico del Derecho, y siguiendo criterios de 
oportunidad, se entiende que la regularización supone 
XQD�H¿FD]�DOWHUQDWLYD�D�OOHYDU�D�FDER�XQ�SURFHVR�DGPL-
nistrativo o penal sancionador, lento y costoso. Siendo 
esto así, la regularización aparecería como una forma 
de comportamiento postdelictivo positivo constitutivo 
de una alternativa a la pena, y legitimado precisamente 
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por la necesidad de adoptar medidas alternativas menos 
costosas49��(Q�GH¿QLWLYD��OD�QRUPD�EXVFDUtD�PD[LPL]DU�
HO�EHQH¿FLR�SDUD�ODV�DUFDV�S~EOLFDV�\�FRQVHJXLU�XQ�FRVWH�
de gestión mínimo o muy reducido.

Según se argumenta por este sector de la doctrina, 
el instituto de la regularización explicado en la razón 
anteriormente apuntada, constituye una nítida manifes-
tación del principio de oportunidad reglada, con el 
objetivo de estimular un pronto cobro y de evitar el 
recurso al proceso. Así, como se decía, desde el punto 
de vista del análisis económico del Derecho y en apli-
cación de un criterio de optimización de costes, el le-
gislador preferiría optar por establecer una cláusula de 
regularización que, además de salvaguardar los intere-
ses recaudatorios de la administración, suponga tam-
ELpQ�XQ�DKRUUR��HQ�WLHPSR��HQ�GLQHUR��HQ�PDWHULDO��SDUD�
HO�(VWDGR��OR�FXDO�KDFH�TXH�HVWD�LQVWLWXFLyQ�VLJD�UHVSRQ-
GLHQGR� D� IXQGDPHQWRV� \� ¿QHV� H[WUDSHQDOHV�50. Como 
H[SRQHQ�'H�8UEDQR�&DVWULOOR�\�1DYDUUR�6DQFKtV��³PiV�
que hacer justicia en un caso concreto […] se alza un 
problema de ‘optimización de costes’, en cuanto el Es-
tado o la Administración, que no son unos acreedores 
cualquiera, emplean medios solo a ellos permitidos, 
para cobrar sus deudas del modo más rápido y barato 
posible”51. El coste que supone para la Administración 
HO� LQLFLR�GH�XQ�SURFHVR�SHQDO��GH�FRQFOXVLyQ� LQFLHUWD��
SRU�XQ�GHOLWR�¿VFDO�HV�VXSHULRU�DO�GH�DFHSWDU�XQD�UHJX-
ODUL]DFLyQ��FRQ�SDJR��DQWHV�R�GHVSXpV��SHUR�VHJXUR���\�
esto es lo que conduce a la adopción del mecanismo de 
la regularización. Se concibe por tanto que regulari-
zar es rentable52.�(Q�GH¿QLWLYD��HO�OHJLVODGRU�DGRSWDUtD�
de este modo una solución totalmente pragmática y de 
utilidad para el Derecho penal a la hora de perseguir 
un fraude de proporciones considerables y de tener en 
cuenta el menor coste que, a efectos de recuperación de 
deudas, comportaría el fomento de un comportamiento 
postdelictivo como la regularización.

49 IGLESIAS RÍO, La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., p. 47.
50 Coincidiendo en esta lectura: CHOCLÁN MONTALVO, La aplicación práctica del delito fiscal… cit., p. 353; SÁNCHEZ-OSTIZ 

GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit., pp. 166-167 y 174-175; y DE URBANO CASTRILLO / NAVARRO SANCHÍS, La 
deuda fiscal…cit. pp. 260 y 262.

51 DE URBANO CASTRILLO / NAVARRO SANCHÍS, La deuda fiscal…cit. p. 262.
52 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit. p. 177.
53 BACIGALUPO, La reforma del delito fiscal… cit., p. 5, entiende que “la política penal de la recaudación […] se basa en la utilidad 

del uso del derecho penal y prevé la posibilidad de renunciar a la pena cuando sea más útil para la protección del bien jurídico”.
54 IGLESIAS RÍO, La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., pp. 197-198; sin embargo, el autor matiza que 

con este pensamiento se puede defender precisamente la idea contraria, esto es, que la institución de la regularización produciría efectos 
contrarios a los inicialmente perseguidos, pues el sujeto podría verse tentado a defraudar toda vez que conoce que tiene la posibilidad de 
acceder a la impunidad llevando a cabo, de forma correcta, la regularización. Sobre ello vid. tb.: El Mismo, en Octavio de Toledo y Ubieto 
(dir. y coord.), Las cláusulas de regularización tributaria… cit., pp. 289-290). Mantiene esta posición también: CONTRERAS ALFARO, 
Corrupción y principio de oportunidad penal… cit., p. 37, advirtiendo que “si el delincuente tiene el convencimiento en su fuero interno de 
que una determinada clase de comportamiento ilícito no va a ser sancionado, parece evidente concluir que el delito podría reportarle en 
ese caso más beneficio que el comportamiento legal alternativo”. En los mismos términos: SANTANA VEGA, Principio de oportunidad y 
sistema penal, cit., p. 122, considerando que, con este tipo de figuras, basadas en criterios de oportunidad, puede desaparecer el efecto 
disuasorio como función primordial de la pena.

En segundo lugar, también en términos de oportu-
QLGDG��VH�DGXFH�TXH��GDGDV� ODV� OLPLWDFLRQHV�\�GL¿FXO-
tades de la Administración para descubrir el fraude, y 
su posición desigual respecto del defraudador, se hace 
necesario el establecimiento de la cláusula de regula-
rización con objeto de incentivar al sujeto a poner en 
conocimiento de esta la existencia de dicha situación 
irregular53�� (O� tQ¿PR� ULHVJR� GH� GHVFXEULPLHQWR� GH� OD�
defraudación por parte de la administración, de cuya 
existencia parte estos autores, contribuiría a que el gra-
do de intimidación de la norma penal en este punto 
no fuese muy elevado, y el sujeto se encontrase más o 
menos cómodo con su actuación delictiva, por lo que, 
en términos utilitaristas, resultaría mejor articular un 
mecanismo que estimule al sujeto a la regulariza-
ción de su situación54. Es decir, toda vez que la Admi-
nistración sufriría cuantiosos inconvenientes para cum-
plir con las funciones y objetivos que le son inherentes 
�SXHV�WHQGUtD�SULPHUR�TXH�GHVFXEULU�HO�IUDXGH��OR�FXDO�
no es tarea fácil, y después ejecutarlo coactivamente 
FRQWUD� HO� LQIUDFWRU�� WDUHD� WDPELpQ� WHGLRVD� \� GXUDGHUD��
la regularización sería concebida como un mecanismo 
idóneo para alcanzar tales intereses: se invita al sujeto 
a la regularización de su situación irregular a cambio de 
RIUHFHUOH�GHWHUPLQDGRV�EHQH¿FLRV��HO�PiV�LPSRUWDQWH��
OD�H[HQFLyQ�GH�VX�UHVSRQVDELOLGDG�SHQDO���\�FRQ�HOOR�VH�
ORJUDQ�FXPSOLU�¿QDOPHQWH�ORV�¿QHV�SURSLRV�GH�OD�UHFDX-
dación. Por ello no cabe duda de que este razonamien-
WR�SXHGH�WDPELpQ�FODVL¿FDUVH�FRPR�GH�WLSR�¿VFDO��WRGD�
vez que, así concebida, la regularización constituye un 
PHUR�LQVWUXPHQWR�HQ�GLUHFFLyQ�D�DOFDQ]DU�¿QHV�SURSLRV�
GH� OD�$GPLQLVWUDFLyQ� �¿QHV� H[WUDSHQDOHV��� 'H� QXHYR�
con esta idea subyace realmente una opción legislativa 
GHULYDGD�GH�FULWHULRV�GH�RSRUWXQLGDG��VH�³VDFUL¿FD´� OD�
sanción penal a cambio de preservar las funciones pro-
pias de la Administración.
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3DUD� 6iQFKH]�2VWL]� *XWLpUUH]� ³QR� SXHGH� LJQRUDUVH�
además que la propia Administración […] tiene interés 
en que se regularice, no sólo porque favorece la recau-
GDFLyQ��VLQR�DGHPiV�SRUTXH�SXHGH�WHQHU�H¿FDFLD�HQ�OD�
lucha contra el fraude: al regularizar se proporciona 
información con posible relevancia para detectar otros 
IUDXGHV´��(Q�RSLQLyQ�GHO�DXWRU��D�OD�KRUD�GH�MXVWL¿FDU�HO�
instituto de la regularización no puede dejar de tenerse 
en cuenta este dato de tipo utilitarista55.

Este argumento se encuentra íntimamente imbrica-
do a aquel, ya recogido VXSUD��que consideraba que el 
cambio de paradigma en la relación Administración / 
REOLJDGR�KDEUtD�PRGL¿FDGR�ORV�UROHV�\��HQ�VXPD��KDEUtD�
otorgado más peso al obligado al pago en el conjunto 
de la función recaudatoria, lo que permitía tener muy 
en cuenta los comportamientos postdelictivos de este. 
En tal sentido, recordemos, la Administración cae en la 
cuenta de que no puede ostentar un férreo control de las 
conductas de los obligados, pues se encuentra en una 
posición ciertamente desigual respecto de la mejor 
SRVLFLyQ�GHO�VXMHWR�GHIUDXGDGRU��TXH�WLHQH�PiV�IDFLOL-
dades para esquivar el cumplimiento de sus obligacio-
QHV���GHELGR�D�HOOR��SRU�PHGLR�GH�OD�OH\�OD�$GPLQLVWUD-
ción renunciaría a su pretensión de controlarlo todo de-
cidiendo dar cabida al comportamiento del sujeto para 
cumplir correctamente con su función recaudatoria y, 
en suma, para hacer efectivo su derecho al cobro de las 
deudas, lo que llevaría a cabo mediante la articulación 
del mecanismo de la regularización.

En suma, según estos postulados, la instauración de 
la cláusula de regularización en el Código Penal res-
pondería, de nuevo, a criterios utilitaristas y de índole 
práctica. Como advierte Tirado Estrada, “el legislador, 
consciente de las limitaciones de  los  órganos y servi-
cios de inspección […] que imposibilitan el control ab-
soluto, quiere favorecer el cumplimiento, aún tardío, 
GH� ORV� GHEHUHV� ¿VFDOHV� GH� FDUiFWHU� IRUPDO´�� \� WRGR�
ello en aras a proteger sus propios intereses recauda-
torios56�� 2�� JUi¿FDPHQWH�� FRPR� H[SRQHQ�'H�8UEDQR�
&DVWULOOR�\�1DYDUUR�6DQFKtV��³ODV�H[LJHQFLDV�JHQHUDOHV�
de justicia van a decaer ante criterios pragmáticos, de-
ULYDGRV� GH� ODV� GL¿FXOWDGHV� GH� SUXHED� GH� ORV� SURFHVRV�
GH�GHOLWR�¿VFDO�� VX� OHQWLWXG�H� LQQHJDEOH� LQFHUWLGXPEUH�
en sus resultados, como la experiencia diaria pone de 
PDQL¿HVWR´��.

En tercer y último lugar, se alega que el fundamento 
de la cláusula de regularización reside también en la 

55 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit., p. 149.
56 TIRADO ESTRADA, J.: “El concepto de regularización tributaria como causa de exención de la responsabilidad penal en el delito 

fiscal”, en Actualidad Jurídica Aranzadi, nº 248, año VI, 1996, p. 4.
57 DE URBANO CASTRILLO / NAVARRO SANCHÍS, La deuda fiscal…cit. p. 260.
58 Recoge este argumento: TIRADO ESTRADA, El concepto de regularización tributaria como causa de exención… cit., p. 4.
59 DE URBANO CASTRILLO / NAVARRO SANCHÍS, La deuda fiscal…cit. p. 260.
60 IGLESIAS RÍO, La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., p. 194.

necesidad de preservar el buen funcionamiento del sis-
tema de recursos públicos, como mecanismo esencial 
y necesario para el desarrollo de las políticas estatales. 
6H�HQWLHQGH�DVt�TXH�OD�¿JXUD�UHVSRQGH�DO�LQWHUpV�GHO�(V-
tado en la obtención de la mayor recaudación posible 
para poder ejercitar sus políticas públicas. Así, el insti-
tuto de la regularización vendría a proteger un conjunto 
de intereses que ya no sólo son propios de la Admi-
nistración sino también de todos los ciudadanos, pues 
en el fondo ello supone un incremento de los recursos 
con los que sostener el conjunto de servicios públicos 
del Estado y, en suma, proteger la fórmula constitucio-
nal del Estado Social y Democrático de Derecho, va-
lor supremo previsto en el art. 1,1 de la Constitución 
Española58. Con la idea de protección y cumplimiento 
de tales mandatos constitucionales el legislador habría 
adoptado el mecanismo de la regularización con base 
en una ponderación de intereses y en una confronta-
ción de estos con el mantenimiento de pena, lo que 
responde, de nuevo, a criterios de oportunidad. Como 
H[SRQHQ�'H�8UEDQR�&DVWULOOR�\�1DYDUUR�6DQFKtV��³HQ�
el ámbito de la política económica, el objetivo de re-
caudar los fondos públicos que el Estado necesita para 
llevar a cabo sus políticas en esta materia va a conducir 
SRU� HVWULFWDV� UD]RQHV� GH� H¿FDFLD� D� IDYRUHFHU� DTXHOORV�
comportamientos que redunden en una mayor y más 
rápida obtención de ingresos públicos”59.

Debemos resaltar que incluso aquellos autores que se 
LQFOLQDQ�SRU� IXQGDPHQWRV� MXUtGLFR�SHQDOHV� �\�TXH�SRU�
tanto niegan que la razón de ser de la regularización 
UHVLGD�HQ� MXVWL¿FDFLRQHV�GH� WLSR�¿VFDO�� UHFRQRFHQ�TXH�
QR� SXHGH� GHVFRQHFWDUVH� FRPSOHWDPHQWH�D� OD�¿JXUD�GH�
aquel interés estatal por percibir íntegramente todas las 
cuotas adeudadas. Como expresa Iglesias Río lo ante-
ULRU�HV�DVt�³SRUTXH�OD�SROtWLFD�¿VFDO�VH�DO]D�FRPR�XQD�GH�
las manifestaciones más características de la soberanía 
estatal y es evidente que el creciente intervencionismo 
público necesita ingentes recursos para llevar a cabo 
sus políticas de inversiones, planes de futuro, retribu-
ción de personal, etc.”60.

A modo de cierre, y según el entendimiento de este 
sector doctrinal apoyado en las diferentes razones que 
DFDEDQ�GH�VHU�H[SXHVWDV��SRGUtD�D¿UPDUVH�TXH�OD�FOiX-
sula de regularización supone, en esencia, una concreta 
manifestación del principio de oportunidad reglada en 
materia penal. Desde esta perspectiva la regularización 
debe entenderse encuadrada en el terreno de la opor-
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tunidad de la persecución, en el que el Derecho penal 
KD�TXHULGR�SRQGHUDU�ORV�FRVWHV�FRQ�ORV�EHQH¿FLRV��&RQ�
base en criterios a todas luces utilitaristas, la cláusula 
de regularización no sería más que una forma de apari-
ción del principio de oportunidad reglada: desapareci-
do el interés preponderante, que es el de la víctima, el 
interés general de hacer justicia decae y la prosecución 
se vuelve un obstáculo en sí misma para el correcto 
funcionamiento de la Administración, que se vería en-
torpecida por la persecución de hechos en los que los 
afectados ya carecen de todo interés61.

2.5. El propio alcance de la norma

El alcance con el que el legislador penal ha querido 
dotar al instituto de la regularización constituye un 
nuevo argumento a la hora de sostener un funda-
PHQWR�¿VFDO�SDUD�HVWD�¿JXUD��(Q�HVWH�VHQWLGR�VH�VHxDOD�
que determinados extremos de la norma no serían ex-
plicables desde un punto de vista jurídico-penal puro, 
por lo que forzosamente habría que acudir a fundamen-
tos extrapenales para su exégesis.

El hecho de que la norma exonere de pena ya no 
solo por el delito de defraudación cometido sino tam-
bién por otros delitos instrumentales al fraude, como 
determinadas irregularidades contables o falsedades, 
o el hecho de que la exoneración de responsabilidad 
penal se predique ya no sólo del tipo básico sino tam-
ELpQ�GH�OD�IRUPD�FXDOL¿FDGD�GHO�GHOLWR��VHUtDQ�HMHPSORV�
paradigmáticos que señalarían directamente a un inte-
UpV�H[WUDSHQDO��GH�WLSR�¿VFDO��7DPELpQ�FRQGXFLUtD�D�HVWD�
conclusión, por ejemplo, el hecho de que la reclama-
FLyQ� GH� GHXGDV� �FRPR� DFWLYLGDG� PHUDPHQWH� JHVWRUD��
PDV�QR�GH�FDUiFWHU�LQVSHFWRU��QR�FLHUUH�OD�SRVLELOLGDG�GH�
regularizar válidamente. En este marco Sánchez-Ostiz 
*XWLpUUH]�DGYLHUWH�TXH�OD�QRUPD�KD�SUHYLVWR�OD�H[HQFLyQ�
de pena también para los delitos de falsedad e irregula-
ridades contables, aun cuando en estos casos a su juicio 
no se dan “los elementos que en circunstancias norma-
les la doctrina y la praxis penal exigen para eximir de 
responsabilidad”62. En suma: la amplitud con la que se 
ha previsto por el legislador español la cláusula de re-
gularización postdelictiva indicaría que han prevaleci-
GR�HQ�HVWD�LQVWLWXFLyQ�LQWHUHVHV�¿VFDOHV�R�UHFDXGDWRULRV��
al no encontrar una exégesis propiamente penal que 

61 De esta opinión: DOMÍNGUEZ PUNTAS, A.: Delito fiscal y blanqueo de capitales, Ed. Francis Lefebvre, Madrid, 2011, p. 212.
62 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit., p. 151.
63 Ídem., p. 171. Para mayor abundamiento sobre las particularidades en la legislación extranjera vid. El Mismo, pp. 171 y ss. Tam-

bién IGLESIAS RÍO, La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., p. 180, califica estos extremos de la norma de 
“fórmula genuinamente hispana”.

64 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit., p. 166.
65 BOIX REIG / MIRA BENAVENT, Los delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social, cit., p. 91.
66 En este sentido: SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit., p. 178, advierte sobre el peligro que 

genera la regularización así comprendida, toda vez que con la misma se estarían produciendo efectos contraproducentes en relación con 
la prevención general y especial de delitos: la norma podría incentivar a delinquir, en vez de prevenir tales conductas.

explique tales extremos. Amplitud que se haría inclu-
VR�PiV�HYLGHQWH�VL�VH�FRPSDUD�OD�¿JXUD�GH�OD�UHJXODUL-
]DFLyQ�FRQ�VXV�KRPyORJDV�HQ�HO�'HUHFKR�FRPSDUDGR��
así, como apunta el último autor citado, “la previsión 
del Derecho español por alcanzar la plena exención de 
responsabilidad penal, y por afectar también a infrac-
ciones conexas y/o menores-contrasta con las de otros 
sistemas, en los que no pasa de ser una circunstancia 
atenuante de la responsabilidad”63.

En opinión de este sector, el hecho de extender los 
EHQH¿FLRV� GH� OD� UHJXODUL]DFLyQ� D� GHWHUPLQDGRV� GHOL-
WRV��LUUHJXODULGDGHV�FRQWDEOHV��IDOVHGDG���UHDOL]DGRV�GH�
una forma medial a la defraudación, no puede respon-
der a un fundamento jurídico-penal. Según entiende 
6iQFKH]�2VWL]�*XWLpUUH]�HQ�HVWRV�GHOLWRV� LQVWUXPHQWD-
OHV�DO�IUDXGH�³ORV�¿QHV�GHO�'HUHFKR�SHQDO��UD]RQHV�GH�
SUHYHQFLyQ�JHQHUDO�\�HVSHFLDO��DFRQVHMDUtDQ�PDQWHQHU�
OD�VDQFLyQ��SHUR�HO�'HUHFKR�WULEXWDULR��UD]RQHV�GH�H¿-
FLHQFLD�UHFDXGDWRULD��VH�KD�LPSXHVWR�HQ�OD�SRQGHUDFLyQ�
valorativa presente tras la regularización”64. En este 
sentido la amplitud de la cláusula de regularización re-
sultaría completamente disfuncional desde el punto de 
YLVWD�GH�OD�H¿FDFLD�SUHYHQWLYD�TXH�SHUVLJXH�HO�'HUHFKR�
penal moderno, aunque resulte plenamente funcional 
en un sentido recaudatorio. También Boix Reig y Mira 
%HQDYHQW� RSLQDQ� TXH� OD� DPSOLWXG� GH� ORV� EHQH¿FLRVRV�
efectos que se derivan de la regularización “demuestra 
la voluntad del legislador de primar la función recau-
datoria en detrimento de la operatividad del Derecho 
Penal”65.
6HJ~Q�HVWH�VHFWRU��FRQ�OD�DPSOLWXG�GH�ORV�EHQH¿FLR-

sos efectos de la regularización, más que prevenirse 
�IXQFLyQ�GH�SUHYHQFLyQ�GHO�'HUHFKR�SHQDO���VH�HVWDUtD�
incentivando el fraude, pues el sujeto defraudador po-
dría contar con la certeza de que si regulariza no se verá 
sancionado ni tan siquiera por determinados delitos 
instrumentales cometidos, lo que haría decaer también 
los intereses propios del orden penal66.

Partiendo de una visión crítica, Muñoz Conde inten-
ta buscar una explicación penal a esta amplitud de la 
cláusula de regularización. El autor, en una interpre-
tación restrictiva, entiende que la exención de pena 
por falsedades e irregularidades contables solo debe 
resultar admisible “en la medida en que dichas fal-
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sedades carezcan de autonomía punitiva frente a los 
delitos contra la Hacienda Pública o la Seguridad So-
cial”, pues “parece realmente excesivo […] que, por 
HM���XQD�IDOVHGDG�HQ�GRFXPHQWR�S~EOLFR�X�R¿FLDO�SXHGD�
quedar exenta de pena por el hecho de que se haya 
XWLOL]DGR�SDUD�OOHYDU�D�FDER�XQ�IUDXGH�¿VFDO�TXH�OXHJR�
se regulariza”. El autor considera que no es posible 
sostener que en la falsedad instrumental desaparezca 
también la voluntad defraudadora y con ello la res-
ponsabilidad penal: “una cosa es que […] se conceda 
la impunidad al ‘contribuyente tardío’, y otra que se 
dejen exentas de pena también las maniobras fraudu-
lentas premeditadas y persistentes […] que quedarían 
absurdamente privilegiadas cuando se realicen para 
defraudar”. Si no se interpretan restrictivamente estos 
extremos de la norma entonces, a juicio de este autor, 
SRGUi�D¿UPDUVH�TXH�OD�PLVPD�GHYLHQH�FRQWUDULD�D�ORV�
más elementales principios del Derecho penal, pues, 
HQ�GH¿QLWLYD��³FRQ�HOOR�TXL]iV�VH�FRQVLJD�XQD�PD\RU�
H¿FDFLD�UHFDXGDWRULD��SHUR�D�FRVWD�GH�XQD�PDOD�\�FULWL-
cada política criminal”��.

En suma: según entienden estos autores, con de-
WHUPLQDGRV� H[WUHPRV�TXH� VXE\DFHQ� HQ� OD�¿JXUD�GH� OD�
regularización pudieran ponerse en tela de juicio las 
potencialidades preventivo-generales de la norma. Con 
esta amplitud, la cláusula estaría lanzando un mensaje 
que cuestionaría el carácter naturalmente coactivo de la 
norma penal, la obligatoriedad de perseguir delitos, y 
la inquebrantabilidad de los bienes jurídicos tutelados 
por el Derecho. Si lo anterior es así, entonces deberá 
UHFXUULUVH�D�XQD�H[SOLFDFLyQ�HQ�WpUPLQRV�SROtWLFR�¿VFD-
les, es decir, se habrá de reconocer que el legislador, 
a la hora de establecer el mecanismo de la regulari-
]DFLyQ��KD�SUHVWDGR�DWHQFLyQ�D�OD�JDUDQWtD�GH�RWUDV�¿QD-
OLGDGHV�GLVWLQWDV�D� ODV�SXUDPHQWH�SHQDOHV��¿QDOLGDGHV��
HQ�GH¿QLWLYD��SROtWLFR�¿VFDOHV��TXH�KDEUtDQ�SHVDGR�PiV�
en un juicio ponderativo, y que habrían terminado por 
incorporar al Código Penal un instrumento “extraño” 
DSR\DGR�HQ�IXQGDPHQWDFLRQHV�\�¿QDOLGDGHV�TXH�OH�VRQ�
ajenas.

67 Afirmación hecha en: MUÑOZ CONDE, F.: Derecho penal, parte especial, Ed. Tirant lo Blanch, 18ª edición, revisada y puesta al 
día, Valencia, 2010, pp. 1062-1063. Se mantiene, con otra terminología, en su última edición: MUÑOZ CONDE, F.: Derecho penal, parte 
especial, Ed. Tirant lo Blanch, 22ª edición, revisada y puesta al día, Valencia, 2022, pp. 1026-1027.

68 IGLESIAS RÍO, La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., p. 196.
69 LICHTMANN, D.: “La extinción de la acción penal por pago en los delitos tributarios. ¿Política criminal o económica?”, en Rubins-

ka, R. M., Schurjin Almenar, D. (coords.), Derecho penal económico, Tomo II, Ed. Marcial Pons, Buenos Aires, 2010, pp. 2102-2103.
70 QUERALT JIMÉNEZ, en VV. AA.,El comportamiento postdelictivo… cit, p. 177.

3. CRÍTICAS A LA FUNDAMENTACIÓN POLÍTI-
CO-FISCAL. EL RIESGO DE INSTRUMENTALI-
ZACIÓN DEL DERECHO PENAL

Como se ha podido comprobar, en los postulados 
sostenidos por este sector doctrinal subyace una ex-
plicación de la regularización tributaria apoyada en 
razones de tipo extrapenal, tendentes a alcanzar objeti-
YRV�GH�SROtWLFD�¿VFDO�R�UHFDXGDWRULD�PHGLDQWH�HO�UHFXUVR�
al poderoso arma que constituye el Derecho penal. Esto 
ha conducido a otro destacado sector de la doctrina a 
criticar duramente la posición que ha sido expuesta, 
huyendo de una explicación de la norma desde tal óp-
tica. Desde esta otra visión crítica se considera que con 
HO�PDQWHQLPLHQWR�GH�ODV�WHVLV�¿VFDOLVWDV�TXH�SRGUtDPRV�
denominar puras se estaría instrumentalizando el De-
recho penal, concibiéndose al mismo como un mero 
vehículo carente de contenido, dirigido exclusivamen-
te a la consecución de otros objetivos bien distintos a 
los suyos propios. Según estas teorías, la regulariza-
ción constituiría un mecanismo “transformado en una 
recompensa excepcional, en un indulto anticipado, res-
pecto de un hecho delictivo perfectamente consumado 
y agotado”68.
(VWD�GRFWULQD�OOHYD�UD]yQ�DO�D¿UPDU�TXH�VL�OD�UHJXODUL-

]DFLyQ�VH� H[SOLFD�~QLFDPHQWH�GHVGH�SRVWXODGRV�¿VFDOHV�
puros entonces el Derecho penal queda degradado al 
estatus de “mero instrumento” al servicio de la re-
caudación69�� (VWD� D¿UPDFLyQ� SDUHFH� TXH� FRQVWLWX\H�
una realidad obvia. Para algunos autores como Que-
ralt Jiménez, no obstante, esta instrumentalización no 
tiene porqué suponer una manipulación ilegítima del 
Derecho penal, toda vez que se concibe que en una 
sociedad democrática como la nuestra se hace posible 
una intervención económica desde todos los ámbitos, 
incluido el penal��. Según esta última línea de pensa-
miento, el recurso al Derecho penal no sería la panacea 
SDUD�FROPDU�ORV�¿QHV�\�QHFHVLGDGHV�UHFDXGDWRULDV��6LQ�
embargo, no parece que pueda despojarse de razón a 
aquel otro grupo de autores que advierte sobre el riesgo 
de instrumentalización del Derecho penal si se concibe 
a la cláusula de regularización como una forma más de 
recaudación, al servicio de la Administración tributaria. 
&RQ�XQD�IXQGDPHQWDFLyQ�SROtWLFR�¿VFDO�pura se estaría 
trasladando el mensaje de que el Derecho penal única-
mente perseguiría un interés de cobro de lo adeudado, 



Revista Penal
El ejercicio de políticas recaudatorias a través del Derecho penal: notas críticas…

��

lo que se traduce en una renuncia a sus propios princi-
pios y a la obligación pública de perseguir penalmen-
te todos los delitos��. Como expresa Iglesias Río, “las 
WHVLV�¿VFDOHV�VRQ�DFXVDGDV�GH�VREUHGLPHQVLRQDU�XQLOD-
teralmente la consecución de objetivos económicos a 
costa de renunciar al postulado de perseguir el injusto 
�HQ� SULQFLSLR� LQGHURJDEOH� HQ� XQ�(VWDGR� GH�'HUHFKR���
HQ�OR�TXH�SDUHFHUtD�UHVSRQGHU�DO�YLHMR�DIRULVPR� µHO�¿Q�
MXVWL¿FD�ORV�PHGLRV¶´619.
/D�¿JXUD�GH�OD�UHJXODUL]DFLyQ�H[SOLFDGD�¿VFDOPHQWH�

sería así un ejemplo patente del proceso de administra-
tivización sufrido por el Derecho penal ante este tipo 
de delitos: esta se dirigiría a la protección de ciertas 
políticas sectoriales que sin embargo no resultan plena-
PHQWH�MXVWL¿FDGDV�GHVGH�HO�SXQWR�GH�YLVWD�GHO�'HUHFKR�
penal��. De este modo podría considerarse al instituto 
de la regularización como un auténtico cuerpo extraño 
en el conjunto del Código Penal. Sentado lo anterior 
podemos preguntarnos entonces si no sería más idóneo 
abandonar el instrumento penal y ubicar las infraccio-
nes contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social 
en el seno del Derecho administrativo. Como advierte 
6iQFKH]�2VWL]� *XWLpUUH]� ³OOHJD� HO� PRPHQWR� GH� SODQ-
tearse si es adecuado el recurso al Derecho penal o, allá 
GRQGH�QR�VHD�SRVLEOH�SHUFLELU�LQGLFLRV�GH�VX¿FLHQWH�PH-
recimiento y necesidad de pena, será más conveniente, 
SRU�PiV�H¿FD]�\�H¿FLHQWH��FRQ¿DUOR�DO�'HUHFKR�DGPL-
nistrativo sancionador”����1R�HV�HQ�PRGR�DOJXQR�GHV-
deñable tal posición: la propia exención de pena puede 
tener mejor acomodo en un Derecho a dministrativo, 
en el que sí parecen más fácilmente asumibles ciertos 
criterios de oportunidad, que en un Derecho penal 
cuya obligación es la persecución del crimen y la pro-
tección de determinados bienes jurídicos��. Todo ello 
VLHPSUH�\�FXDQGR�VH�PDQWHQJD�XQD�WHVLV�SROtWLFR�¿VFDO�
neta, es decir, cuando se considere, como hace un sec-
tor de la doctrina, que la cláusula de regularización no 
puede sostenerse en fundamentos de tipo penal.

En la actualidad parece algo prácticamente indiscuti-
ble que el Derecho penal tiende a hacerse cargo de cier-

71 IGLESIAS RÍO, en Octavio de Toledo y Ubieto (dir. y coord.), Las cláusulas de regularización tributaria… cit., pp. 290-291; y El 
Mismo, Aproximación crítica a la cláusula legal de exención de la pena por regularización… cit., p. 75.

72 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, La exención de responsabilidad penal… cit., pp. 69-70, y 182.
73 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, en Corcoy Bidasolo (dir.), Lara González (coord.), Consideraciones sobre la evolución de la 

política criminal frente al fraude fiscal, cit., p. 258.
74 SÁNCHEZ-OSTIZ GUTIÉRREZ, en Corcoy Bidasolo (dir.), Lara González (coord.), Consideraciones sobre la evolución de la 

política criminal frente al fraude fiscal, cit., p. 258. Por su parte, como explica ADRIASOLA, G.: “Legitimidad de la intervención del Derecho 
penal en la actividad económica”, en Rubinska, R. M., Schurjin Almenar, D. (coords.), Derecho penal económico, Tomo I, Ed. Marcial Pons, 
Buenos Aires, 2010, p. 109, por algunos autores incluso se ha planteado la posibilidad de que la tutela de este tipo de actuaciones quede 
a cargo de un “Derecho intermedio” o un “Derecho administrativo-penal”, tendiendo a la descriminalización de ciertas conductas (en parti-
cular, destaca el autor la escuela de Frankfurt).

75 SANTANA VEGA, Principio de oportunidad y sistema penal, cit., p. 112.
76 CONTRERAS ALFARO, Corrupción y principio de oportunidad penal… cit., p. 37.
77 Para conocer nuestra postura al respecto, cfr.: BUSTOS RUBIO, M.: “Más allá del injusto culpable: los presupuestos de la punibi-

lidad”, en Estudios Penales y Criminológicos, nº 36, 2015, pp. 189 y ss.

WRV�SUREOHPDV�TXH�HQ�SULQFLSLR�QR�OH�FRUUHVSRQGHQ��OR�
que se ha venido a denominar “expansión del Derecho 
SHQDO´���6LQ�HPEDUJR��FRPR�DUJXPHQWD�6DQWDQD�9HJD�
recogiendo el pensamiento de Roxin, “en los Estados 
sociales se aprecia ‘una fácil huida hacia el Derecho 
penal’. Pero lo que no parece correcto es querer com-
pensar esta situación, […] por ‘una fácil escapada’ a 
través del principio de oportunidad”��. Cuando el le-
gislador penal pasa a tener en cuenta principios como 
el de oportunidad, se corre el serio peligro de hacer 
franqueable el Derecho penal a la política del Estado. 
6LQ� HPEDUJR�� HVWD� D¿UPDFLyQ� GHEH� PDWL]DUVH�� SXHV��
FRPR�D¿UPD�&RQWUHUDV�$OIDUR�� OD�DFRJLGD�GH�FULWHULRV�
GH�RSRUWXQLGDG�HQ�'HUHFKR�SHQDO�SXHGH�VHU�EHQH¿FLRVD�
SDUD�HVWH�³PLHQWUDV�QR�VH�WUDGX]FD�HQ�XQ�VDFUL¿FLR�GH�
las víctimas potenciales por la disminución del efecto 
GLVXDVLYR�GH�ODV�SHQDV��SXHVWR�TXH�XQD�YDULDFLyQ�GH�ODV�
FRQVHFXHQFLDV�GHO�GHOLWR�HQ�HVWRV�WpUPLQRV�VLJQL¿FDUtD�
un aumento de probabilidades de que se opte por la al-
ternativa criminosa, especialmente si se trata de delitos 
económico-patrimoniales”��.

Este conjunto de críticas, reconducibles en síntesis a 
la idea de peligro por instrumentalización del Derecho 
penal, son las que, con razón, mueven a un importante 
sector de la doctrina a formular fundamentaciones que 
se desarrollan dentro del círculo del Ordenamiento ju-
UtGLFR�SHQDO��SXHV�VROR�DVt�TXHGDUtD�SOHQDPHQWH�MXVWL¿-
cado el establecimiento de la cláusula de regularización 
en el seno del Código Penal.

Todo lo expuesto hasta el momento se encuentra 
en estrecha conexión con la idea de que el Derecho 
penal, por medio de la categoría de la SXQLELOLGDG��
pueda hacerse cargo o no de determinadas cuestiones 
H[WUDSHQDOHV��1R�SRGHPRV�GHWHQHUQRV�HQ�HVWH� OXJDU�D�
YDORUDU�HO�DOFDQFH�\�VLJQL¿FDFLyQ�GH�OD�punibilidad en 
el sistema penal��, pero baste señalar que un sector de la 
doctrina admite que las instituciones integrantes de la 
punibilidad pueden encontrarse fundamentadas en ra-
]RQHV�GH�SROtWLFD�MXUtGLFD�JHQHUDO��GH�HVWH�PRGR��GHWHU-
minadas cláusulas resultarían explicables en atención 
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a consideraciones extrapenales, propias de otros secto-
res del Ordenamiento Jurídico��. Extrapolando esto al 
FDVR�GH�OD�UHJXODUL]DFLyQ�QR�KDEUtD�SUREOHPD�HQ�D¿UPDU�
que la misma quedase fundamentada exclusivamente 
HQ� FRQVLGHUDFLRQHV�SROtWLFR�¿VFDOHV�WHQGHQWHV�D�KDFHU�
efectiva la recaudación. De este grupo, sin embargo, se 
desliga otro sector doctrinal que advierte sobre la impo-
sibilidad de diferenciar entre política-jurídica general 
�H[WUDSHQDO��\�SROtWLFD�FULPLQDO��SXHV�VHJ~Q�VH�DGXFH��
toda vez que el Derecho penal ha seleccionado ciertas 
consideraciones de tipo extrapenal y las ha insertado 
en la categoría de la punibilidad, entonces las mismas 
adquieren ya un carácter político-criminal, propiamen-
te penal, pues se las tiene en cuenta como modo de 
lucha contra un determinado tipo de criminalidad. En 
HVWH�VHQWLGR�HQWLHQGH�*DUFtD�3pUH]�TXH�³HQ�HO�'HUHFKR�
penal no hay espacio para distinguir entre unos criterios 
basados en la política criminal y otros referidos a la 
política jurídica, puesto que […] cualquier criterio que 
DIHFWH�D�OD�FRQ¿JXUDFLyQ�GH�ODV�FRQVHFXHQFLDV�MXUtGLFDV�
o a la decisión de si se recurre a la pena pertenece a la 
política criminal”��. Abunda en esta idea, verbigracia, 
Díez Ripollés, quien considera que los componentes 
GH�RSRUWXQLGDG�TXH�LQÀX\HQ�HQ�HO�GHOLWR�³SXHGHQ�WHQHU�
XQ�RULJHQ�H[WUDSHQDO�R�SHQDO�VXSUDHVSHFt¿FR�>«@��(Q�
cualquier caso, ese diferenciado origen no puede dar 
SLH� D� XQD� SUHWHQGLGD� FRQWUDSRVLFLyQ� HQWUH� UHÀH[LRQHV�
GH�SROtWLFD�MXUtGLFD�\�UHÀH[LRQHV�GH�SROtWLFD�FULPLQDO´��
De este modo, cuando las consideraciones extrapenales 
se integran en el marco del Derecho penal, las mismas 
“pasan a ser sin excepción contenidos politicocrimina-
les y no meramente politicojurídicos”. Según el autor, 
sin que la punibilidad acabe siendo un cajón de sastre 
donde pueda tener cabida todo aquello que no resulte 
fundamentado en las categorías de la teoría del delito, 
no debe hacerse distinción absoluta entre intereses po-
lítico-jurídicos y político-criminales estrictos80.

En nuestra opinión, resulta claro que el Derecho pe-
nal no puede ser en modo alguno ajeno al contenido 
de otras ramas del Ordenamiento Jurídico: este es 
único en su conjunto81. En este sentido, asiste toda la 
razón a aquellos autores que, como Queralt Jiménez, 

78 Extensamente vid.: POZUELO PÉREZ, L.: El desistimiento en la tentativa y la conducta postdelictiva, Ed. Tirant lo Blanch, Valen-
cia, 2003, p. 448.

79 GARCÍA PÉREZ, O.: La punibilidad en el Derecho penal, Ed. Aranzadi, Navarra, 1997, p. 313.
80 DÍEZ RIPOLLÉS, J. L.: “La categoría de la antijuridicidad en Derecho penal”, en Anuario de Derecho penal y Ciencias Penales, 

Tomo XLIV, Fascículo III, 1991, p. 781.
81 Más, si cabe, en el caso del Derecho penal económico. Como ha señalado TIEDEMANN “apenas podría negarse hoy en día la 

afirmación de que los tipos penales del Derecho Penal económico dependen, en gran medida, de la configuración del sistema económico 
y, en ese sentido, en sintonía con la constitución económica y la política económica, presentan características tanto políticas como otras 
que son reflejo de la configuración del sistema económico” (vid.: TIEDEMANN, K.: “Presente y futuro del Derecho Penal económico”, en 
Discurso de Investidura de Doctor Honoris Causa Klaus Tiedemann, Ed. Universidad Autónoma de Madrid, Madrid, 1992, p. 25).

82 QUERALT JIMÉNEZ, Derecho penal español, parte especial, cit., p. 814.
83 PEDREIRA GONZÁLEZ, F. M.: La prescripción de los delitos y de las faltas. Doctrina y jurisprudencia, Ed. Centro de Estudios 

Ramón Areces, Madrid, 2004, p. 154.

señalan que en un sistema democrático las funciones 
GH� LQWHUYHQFLyQ� VRFLRSROtWLFD�� HFRQyPLFD� R� ¿QDQFLH-
ra “adquieren una relevancia positiva en la solución 
R��FXDQGR�PHQRV��FRQGXFFLyQ��GH� ORV�FRQÀLFWRV��FX\D�
índole, intensidad y número, evolucionan y varían sin 
cesar”, lo que legitima la intervención del Derecho 
penal también en estos sectores82. Es factible, por tanto, 
que las consideraciones extrapenales se imbriquen con 
el Derecho penal y se adentren en el mismo: como su-
EUD\D�3HGUHLUD�*RQ]iOH]��SDUDIUDVHDQGR�D�%OR\��HO�2U-
denamiento penal no obedece únicamente a su propia 
legitimidad, como si de una suerte de microcosmos se 
tratase, sino que en ocasiones el mismo se imbrica con 
GHWHUPLQDGDV� FRQVLGHUDFLRQHV� H[WUDSHQDOHV� �HQ� QXHV-
WUR� FDVR�� GH� WLSR� UHFDXGDWRULR��� TXH� UHTXLHUHQ� GH� XQD�
ponderación de intereses83��1R�SUHWHQGHPRV�SRU� WDQWR�
criticar la existencia de ciertas políticas económicas en 
HO�VHQR�GHO�'HUHFKR�SHQDO��VLQR�PiV�ELHQ�UHÀHMDU�OD�SUR-
blemática que se genera a partir de la utilización de este 
Derecho, el penal, como mero instrumento al servicio 
GH�GLFKRV�¿QHV��REYLiQGRVH�GH�HVWH�PRGR�GHWHUPLQDGRV�
principios basilares del mismo.

Siendo esto así, nos encontramos con un problema 
de primer orden que queremos expresar con el siguien-
te interrogante: ¿cuál es el límite a la incorporación de 
consideraciones y objetivos extrapenales en el seno del 
Derecho penal? De no ponerse coto a este modo de 
proceder, el Derecho penal podría acabar haciéndose 
cargo de multitud de cuestiones ajenas a sus propios 
¿QHV�FRQ¿JXUDGRUHV��FRQYLUWLpQGRVH�HQ�XQ�PHUR�LQVWUX-
mento orientado a la consecución de metas y objetivos 
propios de otros sectores del Ordenamiento, y propi-
ciándose, de otro lado, el ya desmesurado recurso al 
sistema penal como forma de solución de todo tipo de 
FRQÀLFWRV�\�SUREOHPDV�VRFLDOHV��6L�OD�IXQGDPHQWDFLyQ�
de una determinada cláusula como la regularización se 
LGHQWL¿FD�FRQ�XQ�LQWHUpV�QHWDPHQWH�H[WUDSHQDO��VLQ�TXH�
la entrada de estos intereses se vea limitada en modo al-
guno, se diluye el carácter coactivo de la norma penal, 
la obligatoriedad de perseguir el crimen, la inquebran-
tabilidad del Ordenamiento Jurídico y la protección de 
la intangibilidad de los bienes jurídicos, poniéndose 
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con todo ello en entredicho la función preventiva que 
le corresponde, ahora sí, al Derecho penal. En el caso 
concreto de la regularización, de entenderse que el De-
UHFKR�SHQDO�DVXPH��VLQ�PD\RU�MXVWL¿FDFLyQ��OD�IXQFLyQ�
del cobro de tributos, entonces, como advierte Iglesias 
Río, utilizando las palabras de Streck, “el Estado 
YHQGH� OD� VDQFLyQ� SHQDO� D� FDPELR�GH�GLQHUR�¿VFDO´84.

Admitir que el Derecho penal está directamente co-
nectado a determinadas consideraciones extrapenales 
�SRU�HMHPSOR��HQ�HO�FDVR�GH� OD� UHJXODUL]DFLyQ��GH� WLSR�
¿VFDO�R�UHFDXGDWRULR��QR�FRQOOHYD�DXWRUL]DU�DO� OHJLVOD-
dor a transferir de forma automática la función propia 
de otras ramas del Ordenamiento al seno del Derecho 
SHQDO�� TXH�WLHQH�VXV�SURSLRV�FRPHWLGRV�\�OtPLWHV��TXH��
DGHPiV�� FRQVWLWX\HQ� DXWpQWLFDV� JDUDQWtDV��� (O� 'HUH-
cho penal puede acoger una ¿QDOLGDG�extrapenal, pero 
siempre que lo haga en consonancia con sus propios 
postulados, y no a costa de estos, esto es: bajo una fun-
damentación propiamente penal. El afán recaudatorio 
no debe, ni puede, primar más que los principios limita-
dores del ius puniendi y su propio fundamento. En este 
sentido, como bien advierte Tirado Estrada, la valora-
ción de las instituciones que, como la cláusula de regu-
larización, se integran en la categoría de la punibilidad 
debe hacerse “al socaire de los principios que rigen el 
ordenamiento jurídico-penal”85.
$�QXHVWUR�PRGR�GH�YHU��SDUD�TXH�XQ�GHWHUPLQDGR�¿Q�

extrapenal pase a formar parte integrante del Derecho 
penal es necesario que supere el ¿OWUR� YDORUDWLYR� de 
HVWH��HVWR�HV��TXH�GLFKR�¿Q�VH�UHFXEUD�GH�XQD�IXQGDPHQ-
tación penal o político-criminal propia, en virtud de la 
cual pueda hablarse, ahora sí, de un interés propiamen-
te penal. Sólo así puede ponerse límite a la posibilidad 
GH�TXH�HO�'HUHFKR�SHQDO�DVXPD��VLQ�PD\RUHV�MXVWL¿FD-
FLRQHV�� FXDOTXLHU� WLSR� GH� ¿QDOLGDG� H[WUDSHQDO�� OR� TXH�
supondría, como decimos, una auténtica instrumenta-
OL]DFLyQ�\�XQD�SHUYHUVLyQ�GH�HVWH�\�GH�VXV�SURSLRV�¿-
nes. Tan solo un examen circunstanciado de la cláusula 
concreta perteneciente al nivel de la punibilidad puede 
indicarnos si se ha superado ese ¿OWUR�YDORUDWLYR�o no, 
pues en esta tarea pueden intervenir diversas razones 
SRU�ODV�TXH�¿QDOPHQWH�VH�SXHGD�FRQFOXLU�D¿UPDQGR�TXH�
XQD�GHWHUPLQDGD� LQVWLWXFLyQ��DXQ�SHUVLJXLHQGR�XQD�¿-
nalidad extrapenal, resulta fundamentada penalmente 

84 IGLESIAS RÍO, La regularización fiscal en el delito de defraudación tributaria… cit., p. 195.
85 TIRADO ESTRADA, El concepto de regularización tributaria como causa de exención… cit., p. 4.
86 A modo de ejemplo puede citarse a FARALDO CABANA, para quien la apelación a fines extrapenales para fundamentar una 

causa de levantamiento de pena, “se ve limitada por el respeto a los fines de la pena, que no pueden ser menospreciados por necesidades 
instrumentales o contingentes del legislador”; vid.: FARALDO CABANA, P.: Las causas de levantamiento de la pena, Ed. Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2000, p. 103; y La Misma, “El fundamento de la exención de pena por la realización de comportamientos postdelictivos positivos: 
las causas de levantamiento de la pena”, en Revista Peruana de Ciencias Penales, nº. 10, año V, p. 139. Ampliamente, ya en concreto so-
bre la cláusula de regularización, vid.: FERRÉ OLIVÉ, J. C.: Tratado de los delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social, 
Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2018, p. 296.

87 MENDES DE CARVALHO, E.: Punibilidad y delito, Ed Reus, Madrid, 2007, p. 434.

�SRU�HMHPSOR��IXQGDPHQWRV�EDVDGRV�HQ�OD�LGHD�GH�repa-
ración penal de la víctima, supuestos de menor mereci-
miento o necesidad de pena, existencia de mecanismos 
menos lesivos que la sanción penal, cumplimiento o 
VDOYDJXDUGD�GH�ORV�¿QHV�SUHYHQWLYRV�GH�OD�SHQD��SURWHF-
ción efectiva o real, aún a posteriori, del bien jurídico 
SURWHJLGR«�86.

Mendes de Carvalho, en su profundo análisis de la 
categoría de la punibilidad en el sistema penal, consi-
dera que las categorías pertenecientes a la misma no 
pueden desprenderse de la función protectora de bie-
nes jurídicos que le corresponde al Derecho penal en 
YLUWXG�GHO�SULQFLSLR�GH�RIHQVLYLGDG�R�OHVLYLGDG��nullum 
crimen sine iniuria���'H� HVWH�PRGR�� VHxDOD� OD� DXWRUD��
“los supuestos de exención de pena no pueden dar lugar 
a un menoscabo de la mencionada función, es decir, no 
GHEHQ�FRPSURPHWHU�OD�H¿FDFLD�GH�OD�SURWHFFLyQ�GH�ORV�
bienes jurídicos que realiza el Derecho penal a través 
de sus normas”��. En este último sentido podría decir-
se entonces que si la cláusula de regularización supone 
XQ�PHFDQLVPR� �DPSOLR�� GH� SURWHFFLyQ� R� VDOYDJXDUGD�
efectiva �D~Q�D�SRVWHULRUL��SRU�HMHPSOR�SUHVHUYDQGR�OD�
IXQFLyQ�SUHYHQWLYD�GH�OD�QRUPD��GHO�ELHQ�MXUtGLFR�WXWH-
ODGR� SRU�HO�GHOLWR�GH�GHIUDXGDFLyQ��HVWR�HV��\�D�QXHVWUR�
MXLFLR��OD�IXQFLyQ�UHFDXGDWRULD��HQWRQFHV�OD�LQVWLWXFLyQ��
aun pudiendo responder a ¿QDOLGDGHV�extrapenales, de 
WLSR�¿VFDO�R�UHFDXGDWRULR��TXHGDUtD�H[SOLFDGD�HQ�UD]R-
nes propiamente penales, pues habría superado el ¿OWUR�
valorativo de éste. La diferencia es esencial: no es lo 
mismo decir que la razón de ser de la regularización es 
KDFHU� HIHFWLYR� HO� FREUR�GH�XQD�GHXGD� �UHFDXGDU��� TXH�
D¿UPDU� TXH� OD� PLVPD� SUHWHQGH� VDOYDJXDUGDU� XQ� ELHQ�
MXUtGLFR�SHQDO� �OD� IXQFLyQ� UHFDXGDWRULD��� (Q� HO� FDVR�
concreto de la institución de la regularización, pues, 
habrá de comprobarse si la misma puede concebirse 
no ya como mecanismo dirigido a la recaudación �LQ-
WHUpV�SROtWLFR�¿VFDO���VLQR��GH�XQD�IRUPD�DPSOLD��FRPR�
un instrumento dirigido a la salvaguarda efectiva “a 
posteriori” de la función recaudatoria como interés tu-
WHODGR�SRU�OD�QRUPD��SRU�HMHPSOR��FRPR�IRUPD�HVSHFLDO�
de reparación que da cumplimiento a las necesidades 
SUHYHQWLYDV��� 6L� HOOR� HV� DVt�� HQWRQFHV� OD� FOiXVXOD� KD-
brá superado el ¿OWUR� YDORUDWLYR� del Derecho penal, 
constituyendo una herramienta políticocriminalmente 
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orientada a la consecución de objetivos que interesan 
al Derecho penal.

Como recoge nuevamente Mendes de Carvalho “al 
determinar la exclusión o atenuación de la pena en vir-
tud de consideraciones político-criminales, lo que hace 
el Derecho penal es también seleccionar con base en 
valoraciones jurídico-penales los supuestos en los que 
la imposición de una pena o la aplicación de la misma 
en su totalidad no resulta adecuada por razones de con-
veniencia u oportunidad, por ejemplo, razones que pue-
den perfectamente encontrar su origen en otros sectores 
del Ordenamiento jurídico. Ahora bien, eso no implica 
que dichos intereses sean incompatibles o contrapues-
tos a los criterios político-criminales y que deba exis-
tir, por consiguiente, una separación tajante entre éstos 
y los criterios de política-jurídica. Lo que sí se puede 
deducir, en tales situaciones, es que determinados in-
tereses, estrechamente conectados a otros sectores del 
2UGHQDPLHQWR��KDQ�SDVDGR�SRU�HO�µ¿OWUR�YDORUDWLYR¶�GHO�
Derecho penal, que al decidir por la exención de la 
pena o su atenuación incorpora dichos contenidos a la 
política criminal”88. De este modo, superado ese ¿OWUR�
YDORUDWLYR��el Derecho penal queda autorizado a acoger 
determinados ¿QHV�extrapenales, pues ya lo hace con 
EDVH�HQ�VXV�SURSLDV�YDORUDFLRQHV��VL�HVWR�HV�DVt��SXHGH�
hablarse ya, en concreto, de consideraciones propia-
mente penales.

IV. A MODO DE CONCLUSIÓN

De las ideas expuestas en las páginas previas se des-
lizan las siguientes conclusiones:

En primer lugar, existen varios argumentos patro-
cinados por ciertos sectores doctrinales que apuntan a 
FRQVLGHUDFLRQHV�GH� WLSR�¿VFDO�R� UHFDXGDWRULR�FRPR�HO�
verdadero fundamento explicativo de la cláusula de re-
gularización tributaria. Se manejan razones de tipo his-
WyULFR��UD]RQHV�GH�H¿FDFLD�HQ�XQ�QXHYR�PRGHOR�SROtWL-
co-criminal, necesidad penal de proteger la conciencia 
¿VFDO�H�LQFHQWLYDU�HO�FXPSOLPLHQWR��UD]RQHV�GH�RSRUWX-
nidad o de optimización de costes y utilidad, o razones 
GHULYDGDV�GLUHFWDPHQWH�GHO�SURSLR�DOFDQFH��H[WHQVLYR��
de la norma en su redacción actual. Estas fundamen-
taciones de tipo recaudatorio constituirían, a juicio de 
HVWRV�VHFWRUHV��UD]yQ�VX¿FLHQWH�SDUD�PDQWHQHU�XQD�FOiX-
sula como la regularización en el Código Penal.

En segundo lugar, a nuestro juicio no es posible 
VRVWHQHU� ~QLFDPHQWH� XQ� IXQGDPHQWR� GH� WLSR� ¿VFDO� R�

88 Ídem., p. 425.
89 Ampliamente sobre la fundamentación jurídico-penal de la regularización vid: BUSTOS RUBIO, La regularización… cit., pp. 222 y 

ss. Nos sigue: FERRÉ OLIVÉ, Tratado de delitos… cit., p. 296.

recaudatorio que dote de legitimidad a la regulariza-
ción tributaria como norma propiamente penal. Tales 
FRQVLGHUDFLRQHV��¿VFDOHV�R�UHFDXGDWRULDV��SXHGHQ�FRQV-
tituir ¿QDOLGDGHV�del legislador, incluso expresamente 
confesas por este, pero no pueden convertirse en el 
fundamento de la norma. De lo contrario se estaría 
produciendo una perversión o instrumentalización del 
Derecho penal, que pasaría ahora a hacerse cargo de 
LQWHUHVHV� TXH� QR� OH� VRQ� SURSLRV� �\� HOOR�� UHFRUGHPRV��
bajo amenaza de imposición o levantamiento de la más 
grave consecuencia jurídica que prevé nuestro Ordena-
PLHQWR��OD�SHQD��

Y en tercer y último lugar, para que una cláusula tan 
particular como la regularización tributaria se encuen-
tre legitimada en el seno del Código Penal se hace pre-
FLVR�FRPSUREDU�VL�OD�PLVPD��VXV�HOHPHQWRV�\�VX�H[WHQ-
VLyQ��HV�FDSD]�GH�VXSHUDU�HO�¿OWUR�YDORUDWLYR�del sistema 
penal, lo que reclama un estudio particularizado de la 
institución, ínsita al nivel de la punibilidad en el siste-
ma del delito. Y aunque no ha sido objeto de este tra-
bajo apuntalar una fundamentación propiamente penal 
TXH�QRV�SHUPLWD�D¿UPDU�OD�VXSHUDFLyQ�GH�WDO�¿OWUR��WDO�
y como ya hemos expuesto en numerosas investigacio-
nes previas de nuestra autoría, pensamos que es posible 
legitimar la norma recubriéndola de exégesis propia-
PHQWH�SHQDOHV�TXH�OD�IXQGDPHQWDUtDQ�FRQ�VX¿FLHQFLD��D�
VDEHU���,��DSUR[LPiQGROD�DO�LGHDO�GH�UHSDUDFLyQ�HQ�'H-
UHFKR�SHQDO��DVXQFLyQ�GH�FRPSRUWDPLHQWRV�SRVWGHOLFWL-
YRV�YROXQWDULRV�GH�FDUiFWHU�UHSDUDGRU���\��,,��GHFODUDQ-
do una menor necesidad de pena por cumplirse con tal 
FRPSRUWDPLHQWR�ORV�¿QHV�SUHYHQWLYRV�GHO�'HUHFKR�SH-
QDO� �SUHYHQWLYR�JHQHUDOHV�\�SUHYHQWLYR�HVSHFLDOHV��� OR�
que conjugado con el principio de ultima ratio permiti-
UtD�OHYDQWDU�OD�VDQFLyQ�SHQDO��SRU�VHU�HVWD�\D�innecesa-
ria��WUDVODGDQGR�HO�WUDWDPLHQWR�GHO�SUREOHPD�DO�WHUUHQR�
DGPLQLVWUDWLYR�R�¿VFDO��GRQGH�VH�OH�GDUi�XQ�WUDWDPLHQWR�
proporcional al hecho89. Ello no implica que el Código 
Penal no deba permanecer atento e incorporar consi-
GHUDFLRQHV�GH�tQGROH�¿VFDO��HQ�HVWH�FDVR��GHQWUR�GH�VXV�
propios límites, pero sí que tales modos de proceder se 
puedan incluir en un sistema, como el penal, que tiene 
su propia razón de ser y su propio fundamento. Si estos 
no se encuentran respetados por la norma entonces no 
SRGUi�D¿UPDUVH�TXH�VH�VXSHUD�HO�¿OWUR�YDORUDWLYR�DOXGL-
do, más si la norma encaja dentro de tales límites po-
drán seguir sustentándose este tipo de cláusulas en el 
seno del Código Penal, en un ejercicio legislativo que 
UHVXOWH�¿QDOPHQWH�HTXLOLEUDGR�\�SURSRUFLRQDO�
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